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La falta de acceso progresivo a la propiedad de la tierra en Colombia ha sido unas 
de las causas directas del conflicto armado interno, en virtud que se viene 
constituyendo en un escenario de disputas entre diferentes actores ya sean públicos 
estatales como comunidades campesinas y líderes agrarios, lo cual genera una 
ruptura de los tejidos sociales y comunitarios. 
Esto genera que los procesos de concentración de la propiedad de la tierra sean 
altos, inclusive, que persistan conflictos en diferentes zonas rurales, lo cual facilita 
que se vea aumentada la pobreza rural, la desprotección de las familias 
campesinas, el desplazamiento y despojo masivo de población rural de su 
propiedad y la destrucción y pérdida del tejido social, que hace que los problemas 
de acceso, de formalización y productiva se agudicen, así como se reduzca la 
participación del sector agropecuario en el Producto Interno Bruto-PIB que cada vez 
es menos importante a pesar de la importancia en la oferta de empleo.   
En tal sentido, ante la incapacidad del Estado para responder a las problemáticas 
del campo colombiano, las comunidades campesinas desarrollan y consolidan 
procesos comunitarios y cooperativos, en los cuales se busca garantizar el 
desarrollo y goce efectivo de sus derechos a partir de la asignación y distribución 
equitativa de la tierra y en especial para maximizar sus intereses económicos, 
sociales y culturales, que se ven afectados por la persistencia del conflicto armado, 




El régimen agrario en Colombia a lo largo de la historia política e institucional y en 
especial el marco normativo vigente que se dio con la adopción e implementación 
de la política pública definida desde el año 1994 con la Ley 160 de 1994 no ha 
llegado armonizarse con las dinámicas y particularidades propias del campo 
colombiano, que evidencia la separación de la acción institucional con las dinámicas 
y particularidades locales de los territorios. 
Asimismo, reformas en el ordenamiento jurídico como la implementada en la Ley 
160 de 1994 no se consolidaron integralmente por la rupturas institucionales que 
existen con las realidades y normas de carácter social, cultural y económica, lo cual 
evidencia que el problema del acceso a la propiedad de la tierra sigue persistiendo, 
en especial por los índices de acumulación y concentración, que ubica al país con 
un GINI al año 2010 del 0,875 (Berry, 2017, pág. 37), uno de los más altos del 
mundo.  
Otro de los elementos centrales a tenerse en cuenta es que los fenómenos de 
acceso a la propiedad de la tierra difieren drásticamente en cada una de las 
estructuras sociales y culturales del campo colombiano, lo cual se puede evidenciar 
con las altas tasas de informalidad en la titularidad en los predios rurales y en la 
economía de subsistencia en campo, en el acaparamiento de la propiedad y en los 
fenómenos de violencia que persisten sistemáticamente en el país. 
Aspectos como el mercado asistido de tierras, la negociación voluntaria, la 
consolidación de las zonas de reservas campesinas y la adjudicación de baldíos si 
bien se constituyeron en instrumentos jurídico-institucionales que buscaban 
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garantizar la distribución de la propiedad de la tierra y el acceso progresivo a los 
diferentes actores agrarios, se han visto enfrentados a las dinámicas y 
particularidades de las zonas rurales en Colombia que hacen que la política no 
pueda implementarse integralmente. 
En tal sentido, la presente investigación tiene como problema de investigación el de 
indagar ¿Cómo se ha presentado la interacción entre las reglas institucionales con 
las dinámicas y particularidades locales de las zonas rurales en Colombia a partir 
de la implementación de la política de tierras desde el componente de acceso a la 
propiedad definida en la Ley 160 de 1994?  
Para dar respuesta a esta pregunta, está investigación en un primer momento, 
pretende analizar el contexto socio- histórico del acceso a la propiedad de la tierra 
en Colombia, el cual busca evidenciar como la informalidad, la concentración y 
acaparamiento de la tierra es un fenómeno estructural de la historia y que se 
remonta a la época de la conquista, la colonia y el proceso de independencia.  
En esté recuento histórico se describirán las principales iniciativas institucionales en 
cada una de las etapas de la historia de Colombia, desde la aplicación de un modelo 
de ocupación de las tierras incultas y bienes sin propiedad en las zonas 
descubiertas hasta las acciones directas para la consolidación del latifundio y el 
modelo hacendatario, así como el abordaje de los instrumentos de acceso a la 
propiedad como la asignación de baldíos, el mercado de tierras y la prescripción 
adquisitiva del dominio. 
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Se elaborará un balance de la implementación de la Ley 160 de 1994 desde el 
componente de acceso a la propiedad de la tierra, con el propósito de tener un 
marco general del contexto institucional en el que se ha desarrollado la política y en 
el que se describen los instrumentos adoptados durante su implementación como 
el subsidio integral para la adquisición de tierras, la negociación voluntaria de tierras 
entre campesinos y propietarios, la extinción de dominio sobre tierras incultas, la 
adjudicación de baldíos de la nación, la conformación de las Zonas de Reserva 
Campesina y de Resguardos Indígenas. Por último, se aborda los mecanismos 
adoptados en la Ley 1448 de 2011 con la restitución de tierras a las familias víctimas 
del conflicto armado interno. 
En esté capítulo, se analizarán los resultados obtenidos a lo largo de la 
implementación de la política de tierras y como está no ha logrado solucionar los 
fenómenos de acaparamiento de la propiedad, la informalidad, el conflicto en las 
zonas rurales y la desprotección a la economía familiar campesina, profundizando 
y desarrollando un modelo hacendatario y latifundista en el régimen agrario actual. 
Posteriormente, se realizará un análisis teórico del enfoque del institucionalismo, el 
neoinstitucionalismo sociológico para así a partir del desarrollo del enfoqué 
metodológico identificado dar cuenta de la relación que existe entre lo definido entre 
el marco normativo y las realidades y dinámicas propias del campo colombiano a 
partir del análisis de la información recolectada por medio de entrevistas y el 
desarrollo de un focus-group.  
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En este capítulo, el lector podrá identificar la transición teórica y metodológica del 
institucionalismo al nuevo institucionalismo, describiendo las características, 
enfoques y propuestas abordadas desde la discusión histórica y académica que se 
ha dado a lo largo de la historia.  
Una vez señalada esa transición histórica, se desarrolla un análisis del enfoque del 
nuevo institucionalismo sociológico desde una perspectiva holística e integral que 
dé cuenta de la importancia las instituciones en la formación y consolidación de 
valores, hábitos y creencias.  
De igual manera, dentro de este mismo enfoque se indagará a partir de la propuesta 
de varios autores como los fenómenos comunitarios y locales permiten la formación 
y consolidación de estructuras institucionales que inciden fuertemente en la agenda 
de política pública, para así llegar a la aplicación de una propuesta de análisis que 
integre esté enfoque metodológico con la implementación de la política pública de 
tierras en Colombia a partir de la aplicación de entrevistas semi- estructuradas y de 
focus- group a diferentes actores de la política. 
En este capítulo, se podrá evidenciar las percepciones, orientaciones y resultados 
con el análisis que hace el autor de las respuestas a los instrumentos, donde se 
puede observar que la implementación de la política pública de tierras se encuentra 
separada de las realidades y particularidades del campo colombiano, en especial 





ANTECEDENTES DEL ACCESO A LA PROPIEDAD EN LA POLÍTICA DE 
TIERRAS EN COLOMBIA 
 
1. Breve contexto histórico del problema de acceso a la propiedad en 
Colombia. 
Diferentes aspectos históricos pueden dar cuenta de la aparición, desarrollo y 
consolidación del conflicto rural en Colombia, el cual ha implicado que se profundice 
la pobreza, la inequidad, el desplazamiento, la acumulación de la propiedad de la 
tierra y la informalidad. La baja o poca iniciativa y respuesta de las instituciones 
desde la conquista hasta la época actual persiste y hace que la falta de acceso a la 
tierra sea un fenómeno estructural de la historia de Colombia que requiere cambios 
en lo político, económico y social. 
En tal sentido, para efectos de este escrito, se realizará un acercamiento histórico 
a los procesos de ocupación y acceso a la propiedad de la tierra en la conquista, 
colonia, independencia, regeneración hasta llegar a la etapa Constitucionalista que 
se define a partir de la implementación de políticas agrarias que pretenden por un 
lado elevar a rango constitucional la propiedad y titulación de las tierras, en el cual 
se reconocen a las víctimas del conflicto armado, las comunidades indígenas, 
raizales y campesinas como sujetos de especial protección constitucional y por otro 
lado desarrollar un modelo de mercado que pretende a partir disposiciones 
legislativas legitimar la acumulación y asentamiento del latifundio como figura 
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jurídico-social para el desarrollo agrario en Colombia y que busca evidenciar la 
persistencia y continuidad de los procesos de ocupación y de acumulación de la 
propiedad de la tierra y que requiere de acciones estructurales para la 
transformación del régimen agrario actual.  
1.1 Formación de la propiedad rural en la conquista y colonia. 
Con la llegada de los españoles al nuevo mundo se desencadenó un proceso de 
captura y toma de las fuentes de riqueza de la antigua América, en el cual 
numerosos procesos se presentaron para desarrollar una economía extractivista 
fundamentada y sustentada en el patrón oro como un recurso de apalancamiento 
económico de la conquista.  
Para Jorge Orlando Melo (1996) la sociedad europea de la Edad Media ha sido 
caracterizada como una sociedad feudal, en la que la organización política se basó 
en "relaciones personales de fidelidad y vasallaje entre señores, y la vida económica 
en la producción agraria de señoríos rurales y en menor grado en las manufacturas 
elaboradas por gremios artesanales urbanos" (pág. 1). Fundamentalmente el 
reconocimiento y relaciones simétricas entre el concepto del hombre occidental con 
el nativo, produjo el primer acercamiento a la descomposición de la relación entre 
el indígena con el territorio, dando aparición a la propiedad de la tierra como un 
instrumento de relaciones de transacción de fidelización y vasallaje frente a las 
relaciones de dominación en la etapa de la conquista. 
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De igual manera, el interés por la captura de las riquezas minerales del nuevo 
mundo, permitió la adopción de un modelo de ocupación, en cual la propiedad de la 
tierra fuera concebida como un botín o instrumento de dominio de los procesos de 
usurpación adelantados por los españoles a su llegada al continente americano.  
Para Fals Borda (1982), el modelo agrario español incidió significativamente en la 
distribución de la propiedad de la tierra en las colonias del continente americano, 
donde "el encuentro de la civilización indígena con la española produjo una 
articulación en las formas de producción. Esta articulación se realizó mediante la 
imposición por el conquistador, de mecanismos de dominación económica y social" 
(Fals Borda, 1982, pág. 67).  
La estructura agrícola española durante los siglos XII y XIII se desarrollaba sobre 
un modelo de dominación de la tierra, necesariamente atravesada por la 
implementación de una serie de mecanismos que permitían la concentración de la 
propiedad por parte de una clase terrateniente que se consolidaba alrededor de la 
producción y el comercio.  
De acuerdo con lo señalado, para Hugh Thomas (2015) el proceso de conquista 
consistió en una imposición dual de los mecanismos de producción ideológica y 
económica desarrollados en el antiguo mundo, donde el conquistador tenía la 
facultad de imponer las órdenes de la corona a sus siervos, llegando en algunos 
casos a determinar incluso, la propiedad sobre ellos, los cuales eran considerados 
como herramienta de trabajo para la extracción de minerales como el oro. 
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Estás prácticas adelantadas por los conquistadores, fueron predominantes para 
colonizar y acaparar las tierras que antiguamente pertenecían a los nativos 
americanos, sin embargo, el interés por el comercio de oro y de esclavos restaron 
importancia a la utilidad y función que tenía la propiedad rural como modo de 
sostenibilidad y sustentabilidad para las comunidades locales.  
Durante la etapa de la conquista, la adjudicación y títulos sobre la tierra no se 
concreta plenamente como una práctica recurrente de los conquistadores 
españoles. En virtud que el interés por el patrón oro y la implementación de la 
religión católica fue una iniciativa de máximo interés para la Corona, la cual fue 
desarrollada a través de un proceso de cambio cultural y de transformación de los 
hábitos religiosos de las comunidades indígenas.  
De lo anterior, diferentes iniciativas se dieron durante la permanencia de los 
españoles en el continente americano como la repartición y asignación de la 
propiedad de la tierra ya sea como premios a los conquistadores a través de 
capitulaciones y titulización de grandes extensiones de tierra a la iglesia católica. 
Sin embargo, durante la vigencia del proceso ocupación español en las colonias de 
américa se adoptaron iniciativas que buscaban limitar la acumulación de la 
propiedad de la tierra como el Código de Indias en el siglo XVI. 
Las instituciones coloniales y la entrada incipiente de España a una etapa de pre- 
capitalismo con la conquista de los Borbones al poder fueron algunos de los 
elementos que incidieron en el desarrollo de una estructura jurídica que regulará la 
15 
 
titulación de las tierras durante el periodo post independentista1. Cómo se puede 
ver más adelante, el modelo agrario de la conquista y la colonia definieron el 
latifundio y el minifundio como elementos jurídico-institucionales que buscaron dar 
continuidad al dominio de la tierra por la clase dirigente y poseedores de la iglesia. 
Las medidas adoptadas por parte de la Corona Española impulsaron y fortalecieron 
la consolidación del modelo de ocupación agrario a través del establecimiento de 
un modelo hacendatario y latifundista, en el cual a partir de las crisis económica de 
la depreciación del oro y de la preocupación por los procesos acelerados de 
acumulación de la propiedad de la tierra, asentaron las bases principales para 
desarrollar una estructura jurídica e institucional centrada en la fortalecimiento y 
desarrollo del latifundio que pronto se vino a reflejar en el modelo agrario que se dio 
en la independencia. 
En ese sentido, para Alejandro Reyes (2016) “la esclavitud y las leyes de propiedad 
pasaron desde la colonia hasta mediados del siglo XIX sin cambio alguno. La gran 
hacienda fue el corazón de la organización económica, social y política del país 
durante el siglo XIX y las primeras décadas del siglo XX” (Reyes, 2016, pág. 46). 
 
1 Otras de las iniciativas en materia normativa que se dieron durante el periodo de la Colonia fue la 
entrada en vigencia de la Cédula de San Lorenzo, que para Estanislao Zuleta (1973), corresponde 
a las "las normas para la revisión de títulos, confirmaciones, renta, composición y exceso de 
ocupación de tierras sin título alguno" (pág. 15). 
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1.2 Etapa de la independencia y la formación del Estado en el Siglo XIX. 
Las gestas libertadoras impulsadas por los criollos, los comerciantes y grupos de la 
clase campesina2, provocaron las primeras luchas por la independencia del dominio 
español de la propiedad y uso de la tierra. El primer intento por modificar la 
estructura agraria se empezó a desarrollar en el año 1819, mediante el despojo de 
la propiedad de los españoles, donde se confiscaron los fondos de la corona 
española y la de los criollos seguidores del Rey. 
Las tierras baldías dejadas por la usurpación de la propiedad a la corona se 
constituyeron en los bienes públicos que después de las campañas libertadoras 
contribuyeron al pago acelerado de la deuda pública del incipiente Estado del siglo 
XIX3. Además de la poca financiación del Estado, existe el pago de favores a los 
militares a través de la adjudicación de grandes extensiones de baldíos, que 
mantuvo incólume la figura del latifundio, cuya propiedad fue sustituida, pasando a 
dominio de los criollos, comerciantes y élites políticas.  
En igual sentido, para Salomón Kalmanovitz referenciado por Muñoz (2012)"la 
práctica común durante la etapa de independencia fue la acentuación de la 
 
2 El concepto de clase campesina se toma de la definición que hace Orlando Fals Borda, 
parafraseando la lucha de clases durante la etapa de la conquista y el colonialismo español. Para el 
autor, el campesinado proviene de un conflicto por el uso de la tierra a partir de la instauración del 
latifundio, que pretende combatir el monopolio de la tierra y establece formas colectivas de trabajo 
agrario, con frecuencia defendiendo o atacando la rebelión armada. El campesinado es entonces " 
el conjunto de clases sociales con cuya fuerza de trabajo se hace producir la tierra de manera directa, 
estableciendo formas diversas de relaciones de producción" (Fals Borda Et al, 1982) 
3 Los bonos de deuda a cambio de tierras baldías fracasaron como modelo de libre mercado para 
garantizar la liquidez del Estado, fundamentalmente por la poca inversión, la mercantilización de la 
propiedad y los modos desiguales de tecnificación de la producción agropecuaria. Esto agudizó la 
concentración de la propiedad y los primeros brotes de violencia por el acceso a la tierra por parte 
de las clases campesinas y los latifundistas. 
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concentración de la propiedad latifundista, por una parte, a costa del despojo de la 
tierra en poder de los indígenas (tierras de resguardo)" (Muñoz, 1994, pág. 100), 
que venía deteriorándose desde la segunda cédula de Pardo con los arreglos 
producidos por la aparcería y arrendamiento, además del pago de tributos a los 
resguardos  y, por otra, a través de la adquisición de las tierras hasta ese entonces 
en manos de la colonia por las reformas liberales adelantadas durante el modelo de 
los Estados Unidos de Colombia, principalmente por el presidente Tomas Cipriano 
de Mosquera.  
Esto necesariamente no representó la instauración de un modelo de libre mercado 
y ni de capitalismo industrial venido de Inglaterra, en virtud de que, por la movilidad 
de la tierra, se constituye " una de las premisas para la acumulación de capital" 
(Muñoz, 1994, pág.101) 
Después de la independencia, la política iniciada por el Estado fue la adjudicación 
desmedida de las tierras baldías a grandes trasnacionales, entre esas inglesas y 
francesas. Esto producto de la carencia de una estructura jurídico-económica sólida 
y objetiva de la propiedad de la tierra.   
De ahí que todos estos grupos y compañías quedaron "como propietarios directos 
e indirectos de los medios de producción, usufructuando de casi toda la ganancia, 
con el permanente apoyo del Estado" (Fals Borda, 1982, pág. 52). Las relaciones 
desiguales en algunas regiones de Colombia también produjeron un importante 
reglón en el desarrollo agrario de Colombia.  Es el caso de la Costa Atlántica 
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colombiana y la zona antioqueña con la revolución del tabaco, la del Café y la 
ganadería en el siglo XIX. Esto permitió la construcción de ferrocarriles, de vías para 
el transporte de alimentos y de la importación de bienes manufacturados de 
Inglaterra y Francia para la producción agraria. Es el caso de la máquina de vapor, 
la fumigación área y el tractor. 
Durante el siglo XIX el Estado intentó legalizar los títulos de propiedad para dar 
mayor alcance al derecho de posesión sobre la tierra. Se dio inicio a lo que se 
conoce como el registro de escrituras e hipotecas y la conversión de las 
concesiones de baldíos en títulos de propiedad, fue ratificado por la ley 1° de 1844. 
Algunos de los pequeños propietarios no lograron acceder al uso y propiedad de la 
tierra por los altos costos que generaba el desarrollo agropecuario entre estos los 
costos de agrimensura, pago de abogado para redactar el memorial, costos del 
papel sellado, estampillas de correo y registro de propiedad" (Machado, 2009, pág. 
80).  
De esto a partir del año 1870 hasta 1930 el Estado Colombiano promocionó el 
cultivo individual de la tierra mediante el desarrollo de una economía semifeudal 
sustentada en la consolidación del latifundio y la gran hacienda. Surgieron los 
colonos y campesinos independientes que poseían muy limitado de la tierra 
disponible. No obstante, los intereses de las elites de las tierras estaban 
relacionados con el auge exportador de la economía. 
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Para Absalón Machado (2009) el incremento de las concesiones de tierras para la 
producción y construcción de infraestructura en Colombia se limitó con las guerras 
civiles y partidistas de siglo XIX, continuando a principios del siglo XX. El Estado 
ferió las mejores tierras para fortalecer el poder señorial de las clases terratenientes. 
Durante la década entre 1830- 1930 según Catherine Le Grand citada por Machado 
(2009) el gobierno aprobó unas 5.500 concesiones de tierras públicas por un total 
de 3.300.000 hectáreas. 
Durante las reformas liberales adelantadas desde 1850 hasta 1890 con la 
eliminación de la esclavitud, la confiscación de la propiedad de la tierra a la iglesia, 
la desamortización de la propiedad de la tierra, la promoción la subasta de tierras 
por redención de bonos de deuda pública, la eliminación de los censos entre otros 
hizo en parte afectar la consolidación de las haciendas y por otro lado fortalecer el 
poder de los terratenientes. 
1.3 Etapa de la regeneración: Continuidad de los modelos de ocupación de 
la tierra. 
Las guerras civiles y la toma de poder por el Partido Conservador generaron la 
primera reconfiguración del aparato Estatal, pasando de un modelo de Estado 
Federal a uno Unitario con la promulgación y adopción de la Constitución de 1886. 
En materia de tierras continuaron las mismas políticas agrarias en Colombia, 
prevaleciendo la colonización de tierras y la extensión de latifundios en el territorio.  
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Asimismo, a inicios del siglo XX los gobiernos de Rafael Reyes y Carlos E. Restrepo 
implementaron políticas más restrictivas a la explotación y comercialización de 
baldíos y bosques expresado en el Código Fiscal de 1912. Posteriormente en la ley 
85 de 1920 se impedía la adjudicación de baldíos en terrenos reservados y aquellos 
donde prevalecían ciertas especies naturales.  
En los años de 1923 a 1926 se reglamentó aún más lo relativo al arrendamiento de 
bosques, defendiendo los lugares circunvecinos a las fuentes de agua y se 
declaraban reservadas para ser explotadas como bosques nacionales. Este tipo de 
reglamentaciones permitió la constitución de unas de las primeras medidas para 
limitar el uso y aprovechamiento de la tierra con los recursos naturales que en este 
momento eran propiedad del Estado, sin embargo, al finalizar la década de los años 
30s, el panorama de la explotación de los bosques era desalentador. 
Por otro lado, en 1908 el Decreto 1279 creó el Departamento de Tierras Baldías y 
Bosques Nacionales en el Ministerio de Obras Públicas, "estableciendo una política, 
por primera vez, selectiva y clasificada en la adjudicación de baldíos y bosques en 
el gobierno de Reyes" (Machado, 2009, pág.90). Se puede identificar en esta etapa 
inicial de la política agraria en el siglo XX que la preocupación por la explotación y 
aprovechamiento de los recursos naturales en especial los bosques y la 
adjudicación de tierras baldías sin afectar el latifundio y la propiedad de los grandes 
terratenientes fue una de las aproximaciones más cercanas a limitación de la 




En el año 1919, mediante la ley 119, es considerado como el primer Código de 
Recursos Naturales en la historia institucional colombiana, pero en los asuntos 
derivados de la conservación de bosques y cuerpos de agua frente a la adjudicación 
de baldíos. Sin embargo, la estructura agraria de acumulación de tierras y el 
fomento al latifundio, fue uno de los elementos que condicionó la apropiación 
indebida de la propiedad de la tierra, en algunas ocasiones no se respetó los límites 
que imponía la misma legislación sobre la producción agropecuaria, en el cual se 
presentaron conflictos agrarios como la Masacre de las Bananeras en la década de 
los años 20. 
Esta etapa de la regeneración4 estuvo caracterizada por la terminación de las 
guerras civiles entre Liberales y Conservadores con la guerra de los mil días, la 
pérdida del Estado Colombiano de Panamá y el incremento del abandono de 
algunas zonas del país desprotegidas mediante la profundización del modelo 
centralizador.  
De igual manera, la consolidación del modelo económico de mercado y el desarrollo 
del incipiente capitalismo en Colombia, fue la entrada para un conjunto de reformas 
que buscan por primera vez la instauración de una reforma agraria en la década de 
 
4En materia de distribución de la propiedad de la tierra para Jorge Orlando Melo (2017) la asignación 
de baldíos entre 1827 y 1931 fue muy escasa por parte del Estado Colombiano, llegando a un 3 % 
y “la mayoría de las propiedades se apoyaba en mercaderes de tierras coloniales o en títulos de 
compraventa no sujetos a reversión” (pág. 202). Lo anterior resultó contraproducente para los 
campesinos y colonos que habían explotado la tierra por varios años y que no contaban con título 
de propiedad legítimo.  
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los 30s con el gobierno de Alfonso López Pumarejo y su programa de la "Revolución 
en Marcha". 
1.4 Régimen del Estado Intervencionista sobre la política Agraria. 
Con la llegada de la segunda república cómo muchos autores definen el periodo de 
tiempo donde el partido Liberal retomó la Presidencia de la República, se generaron 
las principales reformas a la política de tierras en Colombia, frente a la adjudicación 
y titulación de predios. La ley 200 de 1936 fue un acercamiento a las pretensiones 
sobre la distribución de la propiedad de la tierra, mediante incentivos pecuniarios e 
institucionales que permitían distribuir la tierra en función de su producción y disfrute 
de la misma. 
Está reforma legal durante el gobierno de Alfonso López Pumarejo y su revolución 
en marcha, estuvo atravesada por un contexto de disputa permanente entre los 
actores agrarios que para Jorge Orlando Melo (2017) estaba representada por los 
conflictos entre terratenientes y colonos, debido “a la falta de claridad de los títulos 
de propiedad. Muchos de los colonos habían ocupado y cultivado tierras que se 
suponían baldías sobre la base de que su explotación les permitiría obtener su 
propiedad, como la determinaron las leyes” (Melo, 2017, pág. 202), lo cual generó 
brotes de violencia en las antiguas zonas de colonización.   
De lo anterior y con el propósito de solucionar los problemas agrarios de titulación 
y acceso a la propiedad de la tierra, la Ley 200 de 1936 buscó regular la posesión 
de terrenos e instaurar los procedimientos administrativos para la extinción de 
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dominio sobre las tierras en el que el poseedor no lograra certificar la tradición de 
posesión y adjudicación del predio. Asimismo, pretendió promover la protección de 
las zonas de reserva forestal ante el desarrollo agropecuario y explotación de las 
tierras en las hoyas acuíferas. 
Por otro lado, la ley 200 fue un avance a nivel jurídico que permitió establecer la 
prescripción adquisitiva del dominio a favor del Estado sobre la presunción de la 
buena fe en la posesión y dominio de la tierra. En efecto, se generó el procedimiento 
administrativo para las actuaciones que involucraran la delimitación de la facultad 
jurisdiccional del Estado sobre la regulación y administración de los terrenos baldíos 
de la nación, generando autoridades judiciales especializadas en los temas 
agrarios.  
Sin embargo, para algunos grupos de poder consolidados en Colombia, la política 
de tierras adoptada por el presidente López Pumarejo fue una afrenta al legítimo 
uso y acceso a la propiedad privada, generando un conflicto por la tierra que viene 
prologándose hasta el día de hoy. 
De igual manera, la Ley 200 de 1936 para Sneither Cifuentes, Natalia Castro, David 
Uribe y Diego Balvino (2016) fue una de las primeras iniciativas legislativas por parte 
del Estado Colombiano que buscaron por medio de la aplicación de la figura de la 
función social de la propiedad, limitar el derecho a la propiedad de la tierra. En igual 
sentido, Cesar Giraldo (1994) afirma que los beneficios obtenidos con la aplicación 
de la función social de la propiedad fueron entre otros: 
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“Acabar el latifundio y permitir que la tierra se vinculara al proceso productivo, 
minando de esta forma el poder político y económico de los terratenientes. Los 
terratenientes no sólo se habían convertido en un obstáculo político debido a que 
se negaban a renunciar a parte de sus privilegios para poder adoptar algunas 
reformas sociales, sino que además estaba presente el hecho de que sus rentas se 
hubieran acrecentado de forma exagerada con la política proteccionista adoptada a 
partir de 1931”. (Giraldo, 1994, pág. 107).  
Está reforma no modificó sustancialmente la propiedad de la tierra, por la 
persistencia e insistencia de la élites nacionales y regionales en mantener intacta e 
incólume la propiedad de la tierra, existiendo en algunos casos disposiciones que 
nunca se llegaron a implementar, hasta la reforma impulsada por el mismo López 
Pumarejo para acatar la presión que fue ejercida por los gremios y empresarios 
agrarios. 
Posteriormente, la llegada del periodo de la violencia y los hechos que ocasionaron 
la muerte del candidato presidencial Jorge Eliecer Gaitán, generaron la entrada de 
un periodo de agudización de los conflictos agrarios en las zonas rurales. Para 
Germán Guzmán Campos, Orlando Fals Borda y Eduardo Umaña Luna (1962) la 
violencia es un fenómeno social que “no respetó raza ni economía y que se ensañó 
así en áreas de minifundio como de latifundio, en las prósperas y en las miserables, 
en los desiertos y en las vegas, en los valles ardientes y en los páramos andinos” 
(pág. 155), en el cual se vieron afectados departamentos como el Tolima, Antioquia, 
Cundinamarca, los Llanos Orientales y Caldas.  
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El desplazamiento masivo de campesinos a las zonas urbanas fue un proceso 
paulatino y progresivo que afectó significativamente el desarrollo de las iniciativas 
para distribuir la propiedad de la tierra.  
De lo anterior, para el Monseñor Germán Guzmán Campos y Orlando Fals Borda 
(1962) las migraciones ocurrieron con “una intensidad extraordinaria y se han 
determinado algunos polos de atracción migratoria que lograron fijar buena parte de 
la población flotante” (pág. 319), lo que contribuyó al crecimiento descomunal de las 
ciudades por la migración del campo por el periodo de la violencia a partir del año 
1949.  
A partir del año 1958 se instauró el Frente Nacional entre el Partido Liberal y 
Conservador para alternarse el poder y repartirse la administración y control de las 
instituciones del Estado. De ello, el primer gobierno es el de Alberto Lleras Camargo 
que aprobó la Ley 131 de 1961 o Ley de reforma agraria, la cual tenía el propósito 
de “reducir la desigualdad de la propiedad rural a la que muchos le atribuían la 
violencia, aunque las zonas de mayor concentración de la propiedad como la costa 
atlántica, habían sido las más pacíficas entre 1948 y 1958” (Melo, 2017, pág. 233).  
Sin embargo, de acuerdo con Fals Borda (1960), las medidas de reforma agraria 
para distribuir la propiedad de la tierra, desconoció las realidades y particularidades 
del campo, en especial porque se presentaba que: 
“En Colombia, como en casi todos los países americanos, los fundos rurales se 
deslindan por medio de piedras y marcas diversas y limites arcifinios que son 
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indeterminados y no permanentes. Muchos conflictos, algunos sangrientos, se 
originan anualmente debido a estos linderos, así como al hecho de que las 
descripciones en los instrumentos públicos son confusas e imprecisas. El proceso 
de registro es duplicatorio y desordenado” (Fals Borda, 1960, pág. 327). 
Si bien la Ley 131 de 1961 buscaba tecnificar el campo y desarrollar un modelo 
capitalista a través de una precaria industrialización, está estuvo acompañada por 
el desconocimiento de las técnicas de labrado y cultivo que tenían las comunidades 
campesinas. Fals Borda (1960) señala que las antiguas formas delimitación de la 
propiedad de la tierra entre las familias campesinas fueron completamente 
desconocidas por las reformas que en su momento venía adelantando el primer 
gobierno del Frente Nacional, lo que incidió en que está fuera completamente 
descoordinada en los municipios y en especial que entrara en choque y ruptura con 
las normas de nivel local. 
Por otro lado, Para Vélez (2012), se diseñó una compleja estructura institucional, 
que estaría encabezada por el INCORA, por el Comité Nacional Agrario, el Consejo 
Nacional Agrario, el Fondo Nacional Agrario, esté último responsable de impulsar 
los procesos de extinción de dominio.  
De igual manera, el autor afirma que la Ley señalaba que los baldíos adjudicados a 
personas naturales no pueden tener más de 450 hectáreas salvo excepciones 
fijadas por el legislador. Asimismo, se extinguió la figura de la emisión de bonos de 
tierras, que durante la época de las repúblicas liberales del siglo XIX fueron la figura 
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especial para el otorgamiento de tierras baldías y que ocasionó uno de los 
incrementos desmesurados de acumulación de la propiedad de la tierra.  
En tal sentido, Vélez (2012) señala que, para los baldíos reservados, el INCORA, 
adelantará colonizaciones dirigidas, lo cual quiere decir que en los procesos que 
adelanten bajo está figura se pretenderá la conformación de las Unidades Agrícolas 
Familiares-UAF. Esas otras tierras podrán “ser propiedades adquiridas por el 
Instituto que queda facultado para comprarlas en este orden de prioridad, incultas 
no sujetas a extinción de dominio, inadecuadamente explotadas, explotadas por 
arrendatarios o aparceros y adecuadamente explotadas cuando su propietario esté 
voluntariamente dispuesto a venderlas” (Vélez, 2012, pág. 22). 
Sin embargo, de acuerdo con Jhon Heiver Florián (2013) si bien la Ley 131 de 1961 
tuvo la intención de regularizar los procesos de adquisición a la propiedad de la 
tierra, no se debe dejar de considerar que dicha agenda estuvo fuertemente 
influenciada por las iniciativas del gobierno de Estados Unidos, que en su afán por 
contener la intervención socialista que podría tener la Unión Soviética en Colombia, 
suministró cuantiosos recursos al Estado en lo que se llamó en su momento el 
programa de “Alianza para el Progreso”.  
Para Gabriel Misas (2001) esto corresponde a un fenómeno paulatino en América 
Latina con las reformas rurales adelantadas en los años 60, que vienen articularse 
con el desarrollo del modelo la industrialización denominado sustitución de 
importaciones, donde “la industrialización se hizo conservando la estructura agraria 
de los años 40 y 50. Entonces la introducción paulatina de capital al campo, significó 
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un proceso de migración campo- ciudad, pero no un proceso similar al que aconteció 
en Europa, o Estados Unidos o en el Sudeste Asiático” (Misas, 2001, pág. 118). 
En cuanto a la evolución que se obtuvieron con las reformas agrarias a finales de la 
década de los 60, Vélez (2012) afirma que el gobierno de Carlos Lleras Restrepo 
impulsó la reforma de los años 60 con la Ley de arrendatarios y aparceros, en el 
cual se “hizo más ágiles los procedimientos administrativos y buscó hacerla menos 
costosa modificando las condiciones y plazos de las indemnizaciones. Cumplió con 
las apropiaciones presupuestales al Instituto y, conocedor de la influencia de los 
terratenientes sobre las autoridades locales, creó la Asociación Nacional de 
Usuarios de Campesinos (ANUC) para contrarrestarla” (Vélez, 2012, pág.23) 
Sin embargo, Luis Guillermo Vélez (2012) señala que a partir de la Ley 4 de 1973 
durante el gobierno de Misael Pastrana Borrero se modificaron las Leyes 200 de 
1936, 131 de 1961 y 1 de 1968, toda legislación existente hasta el momento. Dicha 
norma creó el “Fondo Financiero Agropecuario, en reemplazo del Fondo Financiero 
Agrario, orientado a la financiación de la agricultura y la ganadería comercial y no 
como el sustituido a la financiación de la adquisición de tierras” (Vélez, 2012, 
pág.23).  
Una interpretación del contexto de la reforma legales impulsadas en la década de 
los 70 y principios de los 80s es la que vino complementar Castaño Álvarez (2007) 
cuándo afirma que el gobierno de Alfonso López Michelsen tuvo como eje medular 
la articulación del mercado rural con la producción de café y tabaco a la economía 
mundial, al respecto señala Castaño: 
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“Es sabido que este gobierno impulsó y fomentó la agricultura comercial con el 
ánimo de tecnificar el campo, al menos de aquellos sectores que llevaban la 
delantera como los ingenios azucareros, las plantaciones de algodón, arroz y sorgo, 
por mencionar algunos, no obstante este afán iría en contravía con la realidad que 
vivía el pequeño agricultor quien de alguna manera veía cómo su pequeña 
propiedad, de cultivos tradicionales, no tenía modo alguno de ser competitivo a la 
luz de los nuevos tiempos” (Castaño, 2007, pág. 62). 
Sin embargo, el espíritu reformador del Estado Colombiano en cuanto al acceso a 
la propiedad de la tierra5, sufrió un retroceso significativo, modificando de manera 
radical los avances logrados por las reformas del año 1930 y 1960. Aspectos tales 
como el narcotráfico, el surgimiento de grupos paramilitares y la agudización de la 
incapacidad del Estado para dar respuesta a los conflictos de propiedad, generaron 
que las iniciativas para distribuir equitativamente la propiedad no llegaran a lograrse, 
inclusive desdibujando los programas adelantados por el presidente Belisario 
Betancourt y posteriormente en el gobierno de Virgilio Barco Vargas con los grupos 
guerrilleros.  
 
5 Para Albert Berry (2001) la estructura de la propiedad de la tierra siempre ha sido desigual por 
factores políticos, económicos y jurídicos. De este último porque el Estado nunca ha reconocido si 
la tierra es pública o privada. El “Estado no fue un actor coherente debido a que las diversas partes 
o fracciones tenían visiones algo diferentes acerca de los problemas agrarios, pero aún más 
importante porque los gobiernos locales favorecieron sistemáticamente a los grandes poseedores (o 
aspirantes a propietarios), mientras que el gobierno nacional adoptó una amplia gama de posiciones, 
dependiendo del partido en el poder, la situación y otros factores (pág. 27). 
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Finalizando la década de los años 80 para Salomón Kalmanovitz y Enrique López 
Enciso (2006) el aumento de GINI de concentración de la propiedad de tierra fue 
superior al registrado desde los años 60s en el que afirman que:  
“Mientras que en 1984 las fincas menores de tres hectáreas correspondían al 55% 
de los propietarios y controlaban el 2,9% del área, en 2000 las fincas de ese tamaño, 
pertenecientes al 57,3% de los propietarios, controlaban el 1,8% de la superficie. El 
rango de fincas con más de 500 hectáreas representaba en 1984 el 0,5% de los 
propietarios con un control del 32,6% del área, en 2000 esta cifra era de 0,5% y 
60,8%” (Kalmanovitz y López, 2006, pág. 321). 
El desarrollo de las reformas neoliberales y la promulgación de una nueva 
constitución hacen que el panorama de las políticas agrarias en Colombia, 
adquieran una connotación social y jurídica diferente que viene avanzando hasta 
este momento con el reconocimiento del conflicto armado, de las garantías a la 
víctimas de la violencia, la consagración del medio ambiente en la agenda 
constitucional del Estado, de los mecanismos administrativos y jurídicos para la 
restitución de tierras y sobre la constitucionalización de los derechos a la producción 
y acceso a la propiedad de la tierra. 
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1.5 Régimen constitucionalista de las políticas agrarias en Colombia. 
Teniendo en cuenta lo señalado en varios pronunciamientos de la Corte 
Constitucional6 la Constitución Política de 1991, le da un carácter supralegal al 
régimen de la propiedad de la tierra en Colombia desde el acceso progresivo de los 
campesinos, en forma individual y asociativa, permitiendo la oferta de servicios y 
garantía de derecho como la educación, salud, vivienda, seguridad social, 
comercialización de bienes entre otros, la cual reconoció al campesino como un 
sujeto de especial protección constitucional por el Estado Colombiano.  
Dentro de este frente, se encuentra la definición de cuatro (04) variables importantes 
para concebir el modelo agrario en Colombia a partir de la Constitución Política de 
1991. 
Gráfica 1. Ejes de la constitución política de Colombia en temas de la política 
agraria en Colombia 
 
Fuente: Elaboración propia a partir de la revisión jurisprudencial de la Corte 
Constitucional. 
 
6 Al respecto se pueden consultar las Sentencias C-077 de 2017, C-180 de 2005, C-223 de 1994, C-
1006 de 2005 y SU 655 del 2017. 
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Las principales variantes que ofrece el enfoque constitucionalista sobre políticas 
agrarias en Colombia, es fundamentalmente las que estructuran los procesos y 
procedimientos para la adjudicación y distribución de la propiedad en Colombia, en 
el cual se dan facultades al legislador para su regulación y control.  
El carácter constitucional de la política agraria en Colombia es el marco jurídico-
político que configura el desarrollo de la administración del Estado, en torno a la 
consolidación de la agenda política en el tema agrario. Por otro lado, para la 
formulación de este conjunto de políticas que se encargan defender la protección 
en el acceso y uso de la tierra, la Corte Constitucional de Colombia (2012) le da un 
significado a la tierra en el que la define como " la base física de un asentamiento 
humano" (CORTE CONSTITUCIONAL, 2012) y por otro lado, al territorio donde 
confluyen "relaciones espirituales, sociales, culturales, económicas, entre otras, que 
construyen las personas y las comunidades alrededor de la tierra" (CORTE 
CONSTITUCIONAL, 2012).  
Esto significa un imperativo fáctico y sustancial en la medida en que las instituciones 
y sectores del Estado Colombiano concurran al fortalecimiento de los mecanismos 
la protección a partir del desarrollo de las políticas agrarias, principalmente a limitar 
la concentración de la propiedad. 
Por otro lado, con la expedición de la constitución de 1991, para autores como 
Absalón Machado (2009) se define el alcance de la propiedad de la tierra como un 
elemento estructural del régimen agrario, lo cual viene a representarse en la 
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expedición por parte del legislador de una serie disposiciones normativas que 
reglamentan el procedimiento general para la titulación y acceso de la propiedad de 
la tierra, a través de figuras tales como la conformación de las zonas de reservas 
campesinas, la titulación de baldíos, la prohibición de acumular tierra y sobre todo 
garantizar el desarrollo de economías familiares. De lo anterior, el gobierno nacional 
expide la Ley 160 de 1994 que se convierte como tal en uno de los avances más 
significativos en el régimen de propiedad de la tierra. 
1.6 Régimen agrario actual. 
La estructura de tenencia de la tierra ha sido permanente y persistente en función 
que los instrumentos de políticas adoptados para impulsar los procesos de acceso 
progresivo a la propiedad. Sin embargo, lo que se puede evidenciar es que el 
modelo de ocupación sigue siendo el mismo y las medidas adelantadas han sido 
insuficientes para contener la acumulación y concentración de la tierra en Colombia. 
De lo anterior, Absalón Machado (2017) señala que durante los últimos sesenta 
años el país ha pasado por dos grandes momentos en materia de reforma agraria y 
política de tierras: “a) los tímidos intentos de intervención del Estado en la regulación 
del acceso a la propiedad y su distribución, b) la intención de desarrollar un mercado 
de tierras desde la ley 160 de 1994” (Machado, 2017, pág. 57), la cual ha sido 
insuficiente por aplicar los mismos instrumentos de intervención marginal como la 




En ese sentido, otro de los elementos que permiten discernir sobre la persistencia 
de los procesos de acumulación y concentración de la propiedad de la tierra han 
sido los de la ausencia del Estado y la ruptura entre lo local, regional y nacional que 
han tenido las medidas impulsadas en las últimas tres grandes reformas agrarias.  
Al respecto, Ana María Ibañez  y Juan Carlos Muñoz (2010), señalan que la 
ausencia de las instituciones del Estado y el control social y legal sobre los 
propietarios de las tierras es inexistente, lo cual permite como en los casos de Brasil 
y Guatemala que los conflictos agrarios sean escalados en conflictos violentos, con 
la presencia de varios actores armados y en especial con la aparición de los cultivos 
de coca en la década de los años 70 y 80 en el país y el establecimiento de procesos 
masivos despojo por parte de los grupos armados ilegales (pp.281- 295).  
De igual manera, a finales de los años 80s del siglo anterior, se venía presentando 
una crisis social y política en Colombia por el aumento y presencia de los actores 
armados, los cuales se habían constituido en agentes que agudizaron los procesos 
de despojo y desplazamiento de las comunidades agrarias a los cascos urbanos, 
en el que se incrementaron los cordones de miseria y pobreza en las ciudades.  
En tal sentido, bajo esté escenario y contexto sociopolítico se expidió la Ley 160 el 
05 de agosto de 1994 que creó el Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo 
Rural campesino por parte del presidente Cesar Gaviria. A continuación, se 
describen los aspectos más generales de la Ley, así como sus componentes y 
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estructura capitular, en especial las consideraciones correspondientes al acceso a 
la propiedad de la tierra. 
1.6.1 El Régimen de Propiedad y Acceso a la Propiedad de la Tierra de la Ley 
160 De 1994. 
El régimen de acceso a la propiedad de la tierra se encuentra regulado actualmente 
por la Ley 160 de 1994, en el cual se adopta el Sistema Nacional de la Reforma 
Agraria y Desarrollo Rural Campesino, que entre otros promueve a través de la 
planeación, coordinación, ejecución y evaluación el acceso progresivo a la 
propiedad de la tierra de los trabajadores agrarios, con el fin de mejorar el ingreso 
y calidad de vida de los hombres y mujeres campesinos de escasos recursos. 
Los principios de dicho sistema de acuerdo con la citada Ley son: Promover, apoyar 
y coordinar el mejoramiento económico, así como fortalecer la participación de las 
organizaciones campesinas en el proceso integral de la reforma agraria y en el 
desarrollo rural. Por otro lado, están los que buscan regular la ocupación y 
aprovechamiento de las tierras baldías de la nación, dando preferencia a su 
adjudicación a los campesinos de escasos recursos, así como apoyar los procesos 
de adquisición de la propiedad de la tierra por medio de créditos. Las competencias 
esenciales de la Agencia Nacional de Tierras en asuntos relacionados con el acceso 




Gráfica 2 Esquema general del tipo de actuaciones administrativas para el 
acceso a la propiedad de la tierra 
 
Fuente: Elaboración propia a partir de la revisión realizada a la política de tierras en 
Colombia. 
De lo anterior, entre otras de las funciones que tiene la Agencia Nacional de Tierras, 
es la responsabilidad con la Unidad Administrativa Especial para la Restitución de 
Tierras de facilitar y desarrollar los procesos de restitución de tierras a las víctimas 
del conflicto armado interno, a través del desarrollo de actuaciones judiciales que 
busquen restablecer los derechos de las comunidades campesinas y demás actores 
afectados. En tal sentido, a continuación, se explicará cada uno de los tipos de 
acceso de la propiedad de la tierra que define la Ley 160 de 1996 y las demás 




1.6.1.1 Subsidio integral para la adquisición de tierras. 
 
Este instrumento de acceso a la propiedad de la tierra se caracteriza por la 
competencia que tienen las diferentes entidades que integran el Sistema Nacional 
de Reforma Agraria y Propiedad Rural- SNRAPR en la adjudicación de un subsidio 
que podrá cubrir hasta una (01) Unidad Agrícola Familiar a las familias campesinas 
objeto de la Ley de Reforma Agraria7. Si este es utilizado para la compra de un 
predio rural, el adjudicatario tendrá la responsabilidad desarrollar un proyecto 
productivo.  
Sin embargo, el Decreto Ley 902 de 20178 derogó dicha facultad en el sentido de 
establecer la obligación del sujeto de acceso a tierra y formalización a título gratuito 
o parcialmente, de desarrollar el proyecto productivo y de no transferir el derecho 
de dominio o ceder el uso del bien sin previa autorización de la Agencia Nacional 
de Tierras. 
Por otro lado, el citado Decreto crea el Subsidio Integral de Acceso a Tierra en el 
cual los sujetos de acceso a tierra y formalización a título gratuito tendrán derecho 
a un aporte Estatal no reembolsable, que podrá cubrir cien por ciento (100%) el 
valor de la tierra y/o requerimientos financieros para el establecimiento de un 
proyecto productivo. La adjudicación de dicho valor se sujetará al procedimiento 
 
7 De acuerdo con Héctor Ariza (2019) mediante el Subsidio Integral de Tierras durante el 2008 al 
2011 se adjudicaron 53.715 hectáreas. Esté instrumento de acceso a la propiedad de la tierra se 
puede utilizar para tres (03) fines: a. Cancelar el valor del predio, b. Cancelar parte de los 
requerimientos financieros del proyecto productivo, c. Cancelar parte de los gastos de escrituración.  
8 El Decreto-Ley 902 de 2017 es producto del Acuerdo de Paz suscrito entre la guerrilla de las 
FARC y el Estado Colombiano, a partir del desarrollo del punto primero del citado Acuerdo. 
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definido por el Decreto mediante la categorización de los sujetos de acceso y 
formalización y la verificación del Registro de Sujetos de Ordenamiento-RESO9. 
1.6.1.2 Negociación Voluntaria de Tierras entre Campesinos y 
Propietarios. 
   
Corresponde a una figura de negociación y de gestión inmobiliaria de los predios 
rurales, en el cual la Agencia Nacional de Tierras actúa como facilitador y asesor en 
la negociación voluntaria con los propietarios respectivos de los campesinos que 
deseen acceder a un predio en particular. Los servicios de apoyo a los campesinos 
y propietarios en la adquisición de tierras se darán en dos momentos: El primero en 
la información que será suministrada con los predios que están en venta por los 
particulares y en segundo momento en la conformación de reuniones de 
concertación para formalizar el título de propiedad mediante la suscripción de los 
documentos previstos para la compraventa de inmuebles rurales. Sin embargo, con 
la expedición del Decreto 902 de 2017 se derogó dicha figura. 
1.6.1.3 Adquisición de tierras. 
Se constituye en otro de los instrumentos técnicos para adquirir mediante 
negociación directa o por expropiación, mejoras rurales y servidumbres de 
propiedad privada o que hagan parte del patrimonio de las entidades de derecho 
 
9 Teniendo en cuenta lo señalado por Absalón Machado (2009) la figura de subsidio integral de tierras 
no tuvo en cuenta los procedimientos de avalúos de la propiedad ni el retraso que existe en la 
actualización del catastro multipropósito, por lo que “los campesinos interesados en acceder al 
subsidio no les importa mucho que los precios sean altos porque el Estado está regalando el 70% 
de ese precio. Con ello se engañan enormemente por no ponerle cuidado al previo real de tierras de 
acuerdo con sus capacidades productivas” (pág.39).  
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público, para adjudicar la propiedad de la tierra a comunidades indígenas, 
afrocolombianas, y demás minorías étnicas, así como a los campesinos habitantes 
de regiones afectadas por calamidades públicas naturales sobrevivientes y para 
beneficiar a los campesinos, personas o entidades respecto de las cuales el 
Gobierno Nacional establezca programas especiales de dotación de tierras o zonas 
de manejo especial o que sean de interés ecológico. La Agencia Nacional de Tierras 
adjudicará la titulación de la propiedad de la tierra en zonas de minifundio hasta una 
Unidad Agrícola Familiar10. 
Por otro lado, el gobierno nacional establecerá la clarificación de la propiedad de 
tierra, solicitando a los antiguos poseedores, títulos que certifiquen si las tierras han 
salido de dominio del Estado con el propósito de identificar o determinar si fueron 
objeto de acumulación y adjudicación ilegal de tierras. 
1.6.1.4 Extinción de dominio sobre tierras incultas.  
Se encuentra vigente desde la Ley 200 de 1936 y básicamente corresponde a la 
facultad de que tiene el Estado para revestir el dominio sobre tierras incultas e 
improductivas que se logren identificar, con el propósito de que se constituyan en 
baldíos de la nación, los cuales podrán ser adjudicados a los sujetos de reforma 
agraria establecidos en la política. La explotación sobre los predios rurales se 
 
10 Teniendo en cuenta el artículo 38 de la Ley 160 de 1994 la Unidad Agrícola Familiar corresponde 
a la empresa básica de producción agrícola, pecuaria, acuícola o forestal cuya extensión, conforme 
a las condiciones agroecológicas de la zona y con tecnología adecuada, permite a la familia 




deberá demostrar por los menos durante tres (03) años continuos, salvo fuerza 
mayor y caso fortuito. 
1.6.1.5 Adjudicación de baldíos de la nación. 
Es una de las figuras de acceso a la propiedad de la tierra más antiguas y la vez la 
más relevantes en la política agraria y consiste la adjudicación de predios rurales 
de propiedad del Estado mediante título traslaticio de dominio otorgado por el 
Estado a través de la Agencia Nacional de Tierras, la cual le otorgará títulos de 
propiedad de la tierra a las comunidades campesinas que demuestren no tener un 
título diferente al que se adjudica. Está se podrá otorgar hasta una Unidad Agrícola 
Familiar. 
A partir de la expedición del Decreto-Ley 902 de 2017 la adjudicación sobre bienes 
baldíos se desarrollará en cumplimiento al procedimiento administrativo definido, en 
especial frente a la inscripción de los beneficiarios en el Registro de Sujetos de 
Ordenamiento- RESO. El cuerpo normativo que regula la adjudicación de baldíos 
en Colombia lo constituyen en su orden la Ley 160 de 1994, el Decreto 2664 de 
1994, la Resolución 017 de 1995, el Acuerdo 014 de 1995 y la Resolución 041 de 
1996. 
De acuerdo con la Contraloría General de la República (2017) para efectos de 
adjudicar un bien baldío, es importante que exista claridad sobre el título de 
propiedad que es objeto de adjudicación. Esto se realiza con el propósito de 
“identificar cuáles son los que pertenecen al Estado y, al mismo tiempo, facilitar el 
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saneamiento de la propiedad privada (Contraloría General de la República, 2017, 
pág. 21). 
Para ser beneficiario de la adjudicación de un predio baldío, se debe demostrar 
entre otros: Una ocupación y explotación previa no menor de cinco años, 
explotación económica de por lo menos las dos terceras partes del predio, aptitud 
agropecuaria del suelo, no haber enajenado un predio baldío adjudicado antes de 
cumplir 15 años a partir de la titulación, y no poseer o ser propietario de otros 
inmuebles rurales. 
1.6.1.6 Zonas de Reserva Campesina. 
Aunque no se constituye en un instrumento propiamente definido para garantizar 
solamente el acceso a la propiedad de la tierra, si es una de las figuras que trae la 
Ley 160 de 1994 y que básicamente consiste en aprobar por medio de un 
procedimiento administrativo la conformación de zonas especiales para el desarrollo 
productivo y local de las comunidades, que tienen como propósito garantizar la 
sostenibilidad de las comunidades locales y comunitarias de un territorio en el 
fomento de la economía campesina. 
1.6.1.7 Resguardos Indígenas. 
Es uno de los derechos constitucionales y legales que tienen las comunidades 
indígenas en el territorio colombiano y es una de las figuras más antiguas de la 
historia republicana del país, en virtud que es una institución jurídico-administrativa 
que fue generada en la colonia y se concibió como un instrumento en el cual se le 
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adjudican títulos de propiedad a las comunidades indígenas de acuerdo con sus 
cosmovisiones y perspectivas y planes de vida.  
Para Gloria Amparo Rodríguez (2017) citando la guía del Convenio 169 de la OIT 
señala que el término indígena se refiere “aquellas poblaciones que conservan total 
o parcialmente sus propias tradiciones, instituciones o estilos de vida que los 
distinguen de la sociedad dominante y que habitaban un área específica antes de 
la llegada de otros grupos” (Rodríguez, 2017, pág. 65). 
1.6.1.8 Restitución de tierras. 
De acuerdo con Cortina, Gúisa y Santamaría (2017) la agenda que llevó a la 
expedición de la Ley 1448 de 2011 que es la Ley de Víctimas y Restitución de 
Tierras fue las recomendaciones que en su momento la Comisión de Seguimiento 
a la Política Pública sobre Desplazamiento Forzado (2008) dio sobre lo que se 
concebía como el enfoque de justicia de la restitución, en el cual planteó la 
necesidad de implementar una política pública de restitución de bienes a las 
comunidades campesinas y desplazadas que fueron afectadas por el conflicto 
interno en Colombia. 
De igual manera, uno de los antecedentes de las acciones de restitución de tierras 
fue la expedición de la Sentencia T-025 de 2004 de la Corte Constitucional en la 
cual señala que en Colombia existe un Estado de cosas inconstitucional en virtud 
que más del 10% de la población es víctima de desplazamiento forzado. 
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Dicha política hace parte de las medidas de atención, asistencia y reparación a favor 
de las víctimas del conflicto armado interno, en el marco de la justicia transicional. 
“Está política pública se fundamenta en la reparación integral con vocación 
transformadora, la cual posee una doble realidad ontológica en el ordenamiento 
jurídico colombiano: Es tanto un principio que sustenta las medidas transicionales 
de restablecimiento de los derechos de las víctimas del conflicto armado interno, 
como un derecho fundamental de las víctimas de violaciones graves y manifiestas 
a los derechos humanos” (Cortina & Santamaria, 2017, pág. 2017). 
De las figuras anteriormente descritas, el enfoque de acceso de la propiedad de la 
tierra que ha sido predominante en el desarrollo del régimen agrario en Colombia 
ha definido de alguna manera el procedimiento administrativo en el que se han 
definido las relaciones entre los instrumentos con los que cuentan las comunidades 
campesinas para acceder a garantizar el derecho de acceso como el de las 
entidades públicas y sean en el nivel local o nacional para garantizar que se dé una 
distribución equitativa de la propiedad de la tierra. 
Sin embargo, como se evidenciará a continuación y en concordancia con lo que 
señala Machado (2017) la política de intervención directa del Estado para modificar 
“la tenencia de la tierra había quedado claramente relegada” (pág. 77) y en gran 
parte ha sido por el incremento desmesurado de la concentración de la propiedad 
de la tierra y en especial por el desconocimiento de las realidades locales y 





Estado Actual de la Política de Tierras en Colombia en cuanto al acceso de la 
propiedad de la tierra 
Una vez analizados los instrumentos de acceso a la propiedad de la tierra definidos 
en el marco normativo vigente, se requiere conocer avances en la política pública 
tierra a partir de la adopción de la Ley 160 de 1994. En tal sentido, este capítulo 
pretende describir y dar a conocer a partir de la revisión bibliográfica y análisis 
documental cuáles han sido los resultados obtenidos frente al acceso progresivo a 
la propiedad de la tierra en Colombia, analizando aspectos esenciales como la 
titulación, la adjudicación y los fenómenos de concentración. 
De lo anterior, el lector podrá identificar que los instrumentos de acceso definidos 
por el marco normativo vigente no han sido efectivos y por el contrario durante la 
vigencia de la política, indicadores como el GINI de concentración de la propiedad 
han estado en aumento y que la informalidad y el bajo acceso sigue siendo uno de 
los detonantes para que persista la acumulación desmedida de la de la tierra, que 
están acompañados actualmente por una captura de los baldíos de la nación en 
zonas de la altillanura colombiana.  
2. Balance general de la implementación de la política de tierras. 
Teniendo en cuenta lo definido por Absalón Machado (2017), los resultados de la 
implementación de la política de tierras en Colombia han sido en gran parte 
insuficientes y deficientes en virtud de la persistencia de los procesos de 
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ocupación y acumulación de la propiedad. Para Machado (2017) la concentración 
de la tierra desatado desde los años ochenta con la irrupción del narcotráfico y el 
paramilitarismo a través del despojo de tierras y el desplazamiento forzado de la 
población, fue desconocida por la nueva reglamentación, en el sentido de que 
acentuó la ocupación indebida de la propiedad en una de las coyunturas más 
violentas del país.  
Otro de los resultados los da Jennifer Andrea Montaño y Carolina Patricia Trejos 
(2017), quienes afirman que para el 2013 de acuerdo con el Censo Nacional 
Agropecuario el “41% de los 113 millones de hectáreas de uso agrícola está en 
manos del 0,4% de propietarios, y, a su vez, el 70% de las fincas tienen menos de 
cinco hectáreas (Montaño & Trejos, 2017, pág. 67), evidenciando que los 
mecanismos dispuestos por la política pública de tierras no han permitido garantizar 
el acceso progresivo al acceso a la propiedad de la tierra. 
De igual manera, en cuanto a la informalidad que consiste en la ausencia de título 
valido debidamente registrado ante la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos 
(modo o tradición). Para Jorge Eduardo Londoño Ulloa (2017) “el efectivo acceso a 
la tierra, que representa uno de los cuatro activos para la producción agropecuaria, 
se encuentra limitado por una informalidad e inseguridad jurídica” (Londoño, 2017, 
Pág. 4), que afecta por lo menos las tres quintas partes de los predios, y puede 
alcanzar un 60% de la posesión de pequeñas porciones de tierras. 
Para Londoño (2017) citando la Misión para Transformación del Campo desde el 
punto de vista de las entidades territoriales como unidad de análisis, solo el 6% de 
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los municipios tienen grado de formalidad total o casi total, mientras del 94% 
restante, un 16% se encuentra en informalidad total o casi total. Quiere decir lo 
anterior que más del 40% de la tierra en Colombia no está formalizada, en término 
jurídicos por parte de los campesinos. 
De lo anterior, las cifras reales son aún más alarmantes, pues de acuerdo con el 
Censo Nacional Agropecuario del 2014, “de los cuatro millones de predios de 
carácter rural en el territorio nacional, solo el 35% tienen titulación; y de carácter 
rural en el territorio nacional, solo y cerca de siete millones de hectáreas rurales 
tienen problemas de inseguridad jurídica” (Londoño, 2017, pág. 4). 
Por otra parte, para el autor las dinámicas de las tradiciones campesinas toman un 
rumbo diferente en el que la informalidad es, a menudo, la regla general de conducta 
que ha venido generando fracturas y tensiones sociales y ambientales en el marco 
del conflicto armado interno, en donde han mutado las formas de ocupación 
indebida de la propiedad por la aparición de nuevos actores en el conflicto. 
En esto ha hecho énfasis Ariel Ávila (2019) quien afirma que el aumento de la 
presencia de los grupos armados ilegales, en especial entre el periodo de 1995 a 
2005 generó una de las mayores tasas de desplazamiento forzado, de violencia y 
de usurpación de la propiedad de la tierra, que aumentó considerablemente el índice 
de concentración de la propiedad de la tierra. 
Para Ana María Ibáñez y Mauricio Velázquez (2018) existen tres problemas 
actualmente en el régimen de la propiedad de la tierra: El primero tiene que ver con 
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el bajo acceso a la tenencia por parte de la población rural, la alta informalidad para 
los pequeños productores y una alta concentración de la propiedad de la tierra. 
Debido a “poca presencia Estatal en las zonas rurales, la debilidad de las 
instituciones estatales encargadas de la gestión de la tierra y el proceso de 
distribución de tierras que ha dado en el país a lo largo de la historia (Ibáñez, 
Velázquez, 2018, pág. 2). 
Asimismo, las dinámicas rurales que se han dado en el marco de la política de tierras 
en Colombia han generado que la pobreza rural sea alta, se tenga un bajo acceso 
a programas sociales y exista una alta probabilidad para las generaciones futuras 
de continuar en los círculos de pobreza y exclusión. De lo anterior, Ibáñez y 
Velázquez (2018) afirman que el acceso a la propiedad de la tierra en Colombia es 
bajo: “42% de la población tiene acceso a la tierra, de la cual un 89,2% tiene acceso 
como propietarios y un 13,5% como arrendatarios” (Ibáñez, Velázquez, 2018, pág. 
3). 
Para el año 2014 Colombia tenía 2,7 millones de productores agrícolas, 27% 
(720.000) residen en los predios que producen. Cerca del 65% de los productores 
residentes están en predios de menos de cinco hectáreas y ocupan apenas un 4,6% 
del área censada. Los pequeños productores cuentan con un tamaño promedio de 
predios de 9,39 hectáreas para un porcentaje de 41, 6% de familias campesinas, 
diferente a los propietarios con títulos formales que tienen en promedio un tamaño 
de predios de 11,42 hectáreas. 
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Para Ibáñez y Velázquez (2018), el 40% del área cosechada se encuentra en 
predios de menos de 50 hectáreas y generan más del 43% de la producción 
agrícola. Ahora, en cuanto al índice de concentración de la propiedad de la tierra 
expresada en el indicador de GINI, para el año 2000 se encontraba en el 0,86 y a 
partir de 2006 se profundizó la concentración hasta alcanzar de acuerdo con la 
UPRA en el año 2014 un índice del 0,88. Quiere decir que “1% de los propietarios 
más grandes posee un 42,6% de las hectáreas rurales” (Ibáñez, Velázquez, 2018, 
pág. 5). De igual manera, el 90% de los propietarios rurales en Colombia tienen 
tierras menores a nueve hectáreas.  
Por otra parte, la adjudicación de baldíos ha sido históricamente el principal 
mecanismo e instrumento de acceso a la propiedad de la tierra. Entre 1901 y 2015 
para Ibáñez y Velázquez (2018) el Estado Colombiano asignó 23, 3 millones de 
hectáreas a propietarios privados, sin embargo, han sido un instrumento que 
contribuyeron parcialmente a la concentración de la propiedad y a la alta 
informalidad de los pequeños productores.  
De ello, antes de la Ley 160 de 1994 la adjudicación de baldíos no tenía restricción 
y límites en cuanto a la extensión de tierra que se le daba a los beneficiarios, lo cual 
generó que intereses políticos y económicos tuvieran la oportunidad de acumular 
gran cantidad de propiedad de la tierra. Sin embargo, con la expedición de esta 
nueva reglamentación se limitó a predios menores de una Unidad Agrícola Familiar 
(UAF) pero está fue poco efectiva porque los diferentes actores armados, una parte 
del sector empresarial y latifundistas del campo buscaron acaparar 
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desmedidamente baldíos de la nación y establecieron mecanismos jurídicos que les 
permitieran omitir la aplicación del marco normativo vigente, aprovechando la 
ausencia del Estado en algunas zonas rurales. 
De acuerdo con Ibáñez y Velázquez desde 1994 hasta 2015 “un 59,7% de las 
adjudicaciones de baldíos fueron de predios mayores a 500 hectáreas. Por otro 
lado, el proceso de adjudicación de baldíos se limita a otorgar una Resolución del 
INCORA/INCONDER que debe ser registrada por el beneficiario en las Oficinas de 
Registro de Instrumentos Públicos para obtener título formal de propiedad” (Ibáñez, 
Velásquez, 2019, pág. 6). 
De lo anterior, lo que se evidencia es que la adjudicación de baldíos a partir del año 
1994 ha resultado ser insuficiente para reversar los procesos de acumulación y 
concentración de la propiedad de la tierra, en especial por la baja presencia 
institucional que en algunos casos permite facilitar las acciones de despojo que se 
dieron durante los periodos más agudos de violencia en el país. En el que para Ávila 
(2019) se han dado por la tecnificación de las tácticas de los grupos armados 
ilegales y por las dinámicas de perfeccionamiento y de estrategia que han adquirido 
estos grupos para afectar significativamente el bienestar social y comunitario de las 
sociedades campesinas en Colombia. 
Otro de los patrones que han sido recurrentes y persistentes para que la tierra en 
Colombia sea un elemento generador de inequidad y violencia política en las zonas 
más vulnerables del país, es la acumulación de baldíos que se viene generando en 
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especial en las zonas más productivas y con presencia de suelos fértiles. Para la 
Contraloría General de la República (2017), esto se presente generalmente por: 
“La desigual distribución de la tierra, la concentración de la propiedad, las relaciones 
de dominación entre hacendados y aparceros, y más tarde entre capitalistas y 
fuerza de trabajo rural, constituyen elementos que allanaron el camino para la 
conformación de la estructura agraria actual, y explican la baja calidad de las tierras 
que han logrado apropiar históricamente los campesinos” (Contraloría General de 
la República, 2017, pág. 41) 
En ese sentido, para Lipton (2009) la concentración de la propiedad de la tierra no 
se da necesariamente por la inequidad o la falta de acceso sino por qué está se 
constituye en el activo productivo más importante para su supervivencia y 
reproducción y en el cual se constituye en el medio de subsistencia más común para 
las comunidades campesinas más pobres. De ahí que Lipton afirmara que (2009): 
“En América Latina y el Caribe, en el Occidente de Asía y en el Norte, Oriente y Sur 
de África los propietarios y los granjeros tienen miles de hectáreas concentradas y 
a partir de las reformas agrarias emprendidas sobre todo en el norte de Asía 
mejoraron sustancialmente el desarrollo productivo de algunas granjas, en el cual 
se distribuyó y asignó títulos de propiedad a las familias campesinas más pobres” 
(Lipton, 2009, pág. 9). 
Sin embargo, en Colombia ha sido diferente y atípico la forma en la cual se han 
adelantado las reformas rurales a la propiedad de la tierra. Para la Contraloría 
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General de la República (2017) esto sea venido presentado por el direccionamiento 
actual de la política de tierras en Colombia, en el que: 
“En Colombia, la orientación de la política hacia un mercado de tierras se ve 
adicionalmente condicionada por el conflicto armado que distorsiona la oferta y 
demanda de este factor productivo en el sector rural, donde la informalidad se ve 
adicionalmente expuesta a la presencia de actores por fuera de la ley, con intereses 
particulares sobre el control del territorio”. (Contraloría General de la República, 
2017, pág. 44). 
Esto sin contar que la agricultura familiar está representada por la mayoría de los 
países latinoamericanos en el 80% de las explotaciones y contribuye entre el 30% 
y el 40% del PIB agrícola en Colombia y de acuerdo con la Contraloría General de 
la República en un 57% del empleo sectorial.  
Frente a esta posición coincide Berry (2017) quién señala que la economía familiar 
en Colombia es la responsable de mantener la producción local y nacional y tiene 
una importante participación en el PIB Agrícola. Al respecto, frente a la 
implementación de la Política de tierras en Colombia a partir del año 1994, está no 
tiene suficiente “énfasis en el desarrollo y en el apoyo de la agricultura familiar para 
reducir la concentración de la tierra” (Berry, 2017, pág.82). 
Teniendo en cuenta lo anterior, la relación entre el ingreso y la distribución de la 
propiedad de la tierra son directamente proporcionales a la desigualdad en la 
distribución por parte de los propietarios en Colombia. Para el año 2000 la 
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distribución de los predios por tamaño “implicaba que el 78% de los propietarios con 
menos de diez hectáreas tenían un 5,6% del total del área, mientras que un 0,1% 
con 2000 hectáreas o más tenía el 51,8% una relación de 12.000 veces más de 
tierra por propietario “(Berry, 2017, pág. 37). 
Quiere decir que durante la vigencia de la Ley 160 de 1994 para el año 2000 la 
economía familiar que se viene a representar entre pequeños y medianos 
propietarios, solamente contaban con 5,6% de los predios para producir alimentos. 
Durante la década de los años 90s y finales del año 2010, el fenómeno 
desplazamiento forzado y el incremento de las acciones ilegales, fueron una de las 
razones para que la concentración de la propiedad se incrementará drásticamente. 
Para Berry (2017) existen dos elementos esenciales para entender el fenómeno de 
acaparamiento de tierras después de la vigencia de la Ley 160 de 1994: Las 
relaciones entre el poder político y los grupos de narcotráfico y paramilitarismo y el 
segundo “la expansión de la agricultura comercial de gran escala en ciertas regiones 
del país y tal vez una cierta reducción física y económica por parte de los pequeños 
agricultores después de décadas de terror y falta de respaldo gubernamental” 
(Berry, 2017, pág. 39) 
Por otro lado, para el año 2014 de acuerdo con el Departamento Administrativo 
Nacional de Estadística-DANE (2015), las unidades más pequeñas generaban casi 
todo el trabajo permanente, los de menos de cinco hectáreas generaban el 66% y 
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los de menos de 50 hectáreas generaban el 93,7% a la vez solo ocupaban el 24,7% 
del territorio. 
De acuerdo con Berry (2017) está última diferencia corresponde a una relación 
trabajo/tierra “45 veces mayor en las unidades de menos de 50 hectáreas vs. las de 
más de 50” (Berry, 2017, pág. 41). 
Ahora, por rangos de predios respecto a la superficie, de acuerdo con la Contraloría 
General de la República (2017), los GINIS municipales están entre el rango de 0.4% 
y el 0.92%. Para el 50% de los municipios el indicador GINI “supera el 0.732. Lo 
anterior se ve agravado cuando el 54.3% de los municipios incrementaron la 
concentración de la tierra entre el año 2000 y 2010” (Contraloría General de la 
República, 2017, pág. 48). Es decir, para el año 2009 el 15,6% de los municipios 
superan el GINI de 0,8%. 
En un estudio presentado por la Contraloría General de la República (2017) a partir 
de los estudios realizados por los congresistas Jorge Enrique Robledo y Wilson 
Arias concluyen que, durante los últimos años, se han realizado en la región de la 
Orinoquía una de las mayores adjudicaciones baldíos. “Los predios con áreas 
adjudicadas menores a (1) hectárea representan el 34% del total de los predios y el 
0,15% del área, con 35.834 hectáreas. Por otro lado, los predios con más de 500 
hectáreas representan casi el 40% del área adjudicada y el 11% de los predios”. 
(Contraloría General de la República, 2017, pág. 50). 
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Dentro de las grandes adjudicaciones, superiores a 1.000 hectáreas, se encontraron 
2.519 casos, entre los cuales, las mayores a 15.000 hectáreas suman casi un millón 
de hectáreas. Uno de los casos más llamativos fue el que el Congresista Arias 
señaló como actores nacionales e internacionales acapararon tierras por fuera de 
la restricción establecida en la Ley 160 de 1994 frente a la adjudicación de más de 
una Unidad Agrícola Familiar- Familiar. 
De lo anterior, para Arias (2017) la mayoría de los predios que adquirieron estás 
familias estaban “cobijados por la restricción de la UAF, que llega máximo hasta las 
1.800 hectáreas. Por tanto, además de llamativas, varias de aquellas compras eran 
contrarias a la Ley, lo cual ameritaba las correspondientes denuncias públicas y 
ante organismos de control” (Arias, 2017, pág. 35). 
Los casos más llamativos fueron el de Mónica Semillas, la Familia del banquero 
Luis Carlos Sarmiento Ángulo- Grupo Corficolombiana, el del Ex Vicepresidente y 
actual embajador ante los Estados Unidos de América-USA Francisco Santos 
Calderón, el Grupo Manuelita, la familia Santo Domingo, el Sindicato Antioqueño 
entre otros, los cuales para el 2011 habían acaparado más de 215.000 hectáreas 
en la altillanura, teniendo en cuenta la información reportada por Arias (2017). 
Otra de las causas que ha venido acompañada por el acaparamiento y usurpación 
de la tierra, ha sido la expansión de los grupos armados ilegales, en especial los 
paramilitares, la guerrilla y las estructuras ilegales que se dieron posterior a la 
desmovilización con el proceso de paz adelantado en la administración Uribe. De 
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ello, uno de los casos más representativos es el del departamento del Cauca en el 
que se dio un aumento exponencial de los casos desplazamiento forzado a partir 
del año 2000 de las comunidades indígenas, afrodescendientes y campesinas por 
el establecimiento del bloque Calima de las Autodefensas. 
De lo anterior, de acuerdo con el Centro Nacional de Memoria Histórica (2016) la 
atracción que tenían algunas zonas del sur del país era la posición estratégica que 
cumplían y la facilidad que existía para el cultivo de coca. De ello, “en materia social 
ha generado una gran preocupación para las autoridades locales la alta 
participación de jóvenes en el cultivo de coca” (Centro Nacional de Memoria 
Histórica, 2016, pág. 100). 
Por último, en cuanto a la asignación de créditos para la compra de tierra, de lo que 
algunos autores han denominado mercado de tierras, Absalón Machado (2017) 
señala que está figura definida en la Ley 160 de 1994 desde su creación no logró 
satisfacer de alguna medida los intereses y las necesidades de los campesinos para 
adquirir tierra. Principalmente por qué la Ley desconocía de entrada el contexto 
socio- político de algunas regiones del país con la presencia de grupos armados 
ilegales y la baja capacidad económica de la mayoría de los campesinos para 
sostener créditos elevados con el Banco Agrario. Al respecto, Machado (2017) 
señala: 
“El Estado prefirió crear una línea de crédito y otorgar un subsidio a la compra de 
tierras del 70% del valor del predio, en un proceso de negociación libre donde los 
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campesinos definían qué compraban y a quién, con la asesoría del INCORA. Se 
actuó bajo el supuesto de que había un mercado de tierras que operaba sin 
limitantes estructurales, desconociendo que los actores armados y el narcotráfico 
se constituían en elementos que impedían el funcionamiento de ese mercado. Los 
campesinos pobres al adquirir las tierras con un crédito para suplir el 30% del valor 
de la tierra, además del crédito para producción, se encontraron con la incapacidad 
de pagar esos créditos en medio de una crisis recurrente en la agricultura. Al poco 
tiempo esta política había fracaso” (Machado, 2017, pág. 69). 
En igual sentido, Berry (2017) afirma que este tipo de instrumentos creados por la 
Ley, les dieron una capacidad a los pequeños campesinos para negociar la compra 
de predios, sin ningún tipo de sustento y reconocimiento de las realidades locales y 
regionales de los municipios y departamentos más pobres, en el que la capacidad 
de negociación es muy baja o poca. 
En tal sentido, lo que se puede evidenciar es que la Política de Tierras y los diversos 
mecanismos con los que cuenta para garantizar el acceso de la propiedad de la las 
comunidades campesinas han sido insuficientes y algunos casos agudiza la 
concentración y el acaparamiento en grandes terratenientes, familias y grupos 
armados ilegales, como se puede ver en los casos de la Altillanura y los del 
Departamento del Cauca. 
De ello, parte del hecho y de las causas que han acrecentado la definición del 
instrumento de política pública con las realidades y particularidades de las entidades 
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territoriales en Colombia es lo que afirma Berry (2017) una mayor importancia de 
las economías familiares y cooperativas que a partir de la informalidad de los títulos 
de propiedad, han tenido una importancia significativa en la producción 
agropecuaria en los últimos años. 
En ese sentido, para Berry (2017) los diversos sistemas agrícolas basados “en la 
familia desarrollan diversas formas de cooperación entre agricultores. Está 
cooperación es en parte un reflejo del ser amigos y vecinos, a veces durante 
décadas. Esto a menudo genera confianza. También refleja las necesidades 
económicas y los beneficios potenciales” (Berry, 2017, pág. 98). 
De igual manera, para Montaño y Trejos (2017) los fenómenos de concentración y 
acaparamiento de tierras como el colombiano vulneran lo que las autoras 
denominan la identidad campesina, “al no permitir que los sujetos se encuentren en 
ámbitos políticos para hacer reclamos de sus derechos y compartir experiencias 
comunes” (Montaño, Trejos, 2017, pág. 67) destruyen el tejido social que se han 
cimentado a partir de los lazos comunitarios de hermandad y cooperativismo, 
constituyendo en algunos territorios lo que se denomina espacios de construcción 
social y colectiva para garantizar el acceso de la propiedad de la tierra. 
Inclusive, este caso ha sido identificado por Roldán Zuluaga (2017) en el cual se 




“El mundo rural está ligado a una cultura, una forma de vida, unas costumbres 
determinadas por el entorno, los ancestros, la historia, las formas de producción, los 
alimentos, el cuidado del agua y del bosque, el uso de los recursos naturales, las 
relaciones comunitarias y cooperativas, los lugares de encuentro, de culto, de 
protección y de atención al Estado. Trabajar la tierra, habitar el territorio, hacer parte 
de una comunidad y compartir su cultura y sus valores hace parte de la vida 
campesina” (Roldan, 2017, pág. 145). 
Si bien existen factores socioeconómicos e históricos que han afectado el acceso 
de la propiedad de la tierra, la ineficacia de la política pública radica también en la 
ausencia parcial, y en algunos casos total, del conocimiento de las realidades 
cooperativas y colectivas que se constituyen en el territorio. Es así como a 
continuación se pretende realizar un acercamiento a los diferentes enfoques 
institucionalistas y neoinstitucionalistas para analizar la implementación de la 







PERSPECTIVAS Y ENFOQUES DEL NUEVO INSTITUCIONALISMO 
SOCIOLÓGICO 
Después de analizar los resultados y avances de la política pública de tierras a partir 
de la adopción de la Ley 160 de 1994, se requiere ahondar en las perspectivas y 
enfoques teóricos y metodológicos del institucionalismo y nuevo institucionalismo, 
el cual permitirá dar respuesta a los diferentes patrones y elementos casuísticos y 
teóricos que den cuenta de como la consolidación de normas culturales y sociales 
desde el análisis de los aspectos comunitarios y locales facilitan comprender la 
construcción de relaciones e interacciones entre la implementación de la política 
con el desarrollo de prácticas y acciones culturales y sociales que permiten la 
formación de instituciones locales en los territorios. 
En un primer momento, se dará cuenta de la formación y consolidación del 
institucionalismo hasta generar nuevas perspectivas neoinstitucionalistas que 
permitan abordar el enfoque teórico y metodológico abordado en está investigación 
y que es el neoinstitucionalismo sociológico para así llegar a describir la importancia 
de los elementos comunitarios y de formación de capital cultural. 
3.1  Perspectivas sobre el desarrollo del viejo institucionalismo. 
El institucionalismo ha sido por excelencia uno de los paradigmas por los cuales se 
ha ejercido la acción del Estado, en virtud que se ha constituido en la razón del ser 
para establecer el modelo de administración y gobierno sobre el que se sostiene el 
ejercicio y el que hacer del Estado. Así lo ha entendido Rodolfo Vergara (1997), 
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quién señala que el modelo racional para la toma de decisiones se ha consolidado 
dentro de la estructura institucional, donde los individuos operan racionalmente de 
acuerdo con unas reglas y normas legalmente instituidas (pp. 9-38).  
El institucionalismo de igual manera se ha inscrito en el debate por explicar el 
comportamiento humano de acuerdo con su contexto social y político en el cual esté 
interactúa. Para Marietta L. Baba, Jeanette Blomberg, Christine Labond y Inez 
Adams (2013) disciplinas como la sociología, el derecho, la ciencia política o la 
economía han pretendido de acuerdo con su línea de estudio explicar el campo de 
acción o incidencia que tienen las instituciones en la construcción y formación de 
los individuos, sin embargo, teóricamente el concepto ha sido polisémico en virtud 
de las diferentes interpretaciones que ha tenido. 
En tal sentido, el institucionalismo teniendo en cuenta la propuesta de Guy Peters 
(1999) ha tenido una evolución considerable en el campo de la ciencia política, 
fundamentalmente porque busca explicar el origen de las instituciones en la 
sociedad y en especial su influencia dentro de las dinámicas y comportamiento de 
los individuos. De igual manera, aspectos tales como el fuerte arraigo del sistema 
legal o el estructuralismo generan el interés por los académicos estadounidenses 
en formular y construir un esquema teórico que permita explicar el papel que 
cumplen las instituciones en la construcción y formación de valores y principios 
(pp.13-27). 
Por otro lado, para Hysing (2018) el tradicional o viejo institucionalismo tiene sus 
inicios en la época “moderna” entre los años 1930 y 1970 y su objeto de estudio son 
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las reglas formales y las organizaciones. Este se interesa por “entender y explicar 
la vida política y sus resultados” (Hysing, 2018, pág.24), los cuales se 
institucionalizan a través de normas formales y organización. En el antiguo 
institucionalismo se abandona el conocimiento de las normas informarles y se 
cuenta con un enfoqué de tipo top-down, en el cual las decisiones son tomadas 
mediante entes externos y centrales, con el objeto de regular y establecer las 
normas de comportamiento y elección de los sujetos racionales. 
En igual sentido, el viejo institucionalismo como es considerado en las escuelas de 
pensamiento da importancia dentro del campo de la ciencia política al análisis del 
Estado como una “entidad metafísica que encarna la Ley y las instituciones 
gubernamentales, pero que al mismo tiempo de alguna manera la transciende” 
(Peters, 1999, pág. 20). En esta interpretación, el Estado se vincula orgánicamente 
con la sociedad y la sociedad está significativamente influenciada por la naturaleza 
del Estado. Para Peters (1999), el papel que cumplen las estructuras sociales es 
marginal, en virtud que estás se legitiman por ser reconocidas por el Estado y no 
por ser manifestaciones de la voluntad popular o del comportamiento del Estado. 
Asimismo, Baba & Adams (2013) citando a la OED señalan que dentro de las 
escuelas del viejo institucionalismo se busca definir las instituciones como “leyes, 
costumbres, prácticas y organización u otro elemento en la política o en la vida 
social de las personas, un principio regulador o convención subordinada a las 
necesidades de una comunidad organizada o en general a los fines de la civilización 
(Baba & Adams, 2013, pág. 76).  
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En tal sentido, para describir el alcance y definición de las instituciones, se toman 
en cuenta las diferentes características que estás tienen, que para Hysing (2018) 
corresponden a las siguientes: Las instituciones cuentan con un fuerte legalismo, 
una perspectiva estructuralista, una visión holística, un arraigo histórico y una 
intención por mejorar el régimen legal y político de los Estado Nacionales. 
Frente a la primera característica, el legalismo es formalizado mediante la adopción 
de una estructura jurídica legítimamente constituida por un gobierno central a partir 
de la consolidación de un Estado fuerte y jerárquicamente consolidado. Por otro 
lado, las instituciones cuentan con un estructuralismo que se da en la medida en 
que los asuntos con una complejidad alta determinan los comportamientos de los 
individuos. De igual manera, las instituciones son holísticas en virtud que los 
sistemas de gobiernos son frecuentemente estudiados sui generis, a pesar de que 
las comparaciones algunas veces son hechas con otros países. En cuanto al 
componente histórico de las instituciones, este se encarga de analizar como los 
sistemas políticos están incrustados en su propio desarrollo histórico y en su 
contexto socioeconómico y en el que su campo de estudio son los diferentes 
cambios que se presentan dentro de la consolidación del modelo institucional.  
Por último, para Hysing (2018) las instituciones generan un particular interés, en 
virtud que permite por parte de los diferentes actores analizar jurídicamente todos 
los elementos de las instituciones, particularmente su interés en dirigir a las 
instituciones hacia el buen gobierno, mientras “que al mismo tiempo construye una 
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clara distinción entre hechos y normas, el cual implica una clara dicotomía entre 
política y administración pública” (Hysing, 2018, pág. 25).  
Para el viejo institucionalismo los sujetos son tomadores de decisiones racionales, 
las cuales tienen su explicación en las mismas han sido adquiridas por la influencia 
de unas normas legalmente establecidas y definidas por las instituciones. Se 
concebía una clara distinción entre las instituciones y los aspectos técnicos de la 
economía, en el cual las innovaciones y la difusión de nueva tecnología era 
restringida por parte de las dinámicas organizacionales y en especial por el interés 
de maximizar las decisiones racionales en el contexto del mercado.  
Para John Harris, Janet Hunter y Colin M. Lewis (1997), las perspectivas que 
generaba el viejo institucionalismo en las decisiones de mercado eran 
fundamentalmente la de consolidar un enfoque racional de toma decisiones, en el 
cual los actores dentro de unas reglas previamente definidas comparten bienes, 
servicios decisiones y comportamientos. 
Para el viejo institucionalismo, es importante consolidar las instituciones como 
“instrumentos y deberían ser concebidas más como hábitos establecidos de ideas 
comunes a la generalidad de los hombres” (Harris & Lewis, 1997, pág. 4), que como 
una serie de dispositivos en donde se definen los patrones mediante los cuales se 
configuran y se concibe el mercado como el escenario en el que se visibilizan las 
prácticas y acciones de los actores para maximizar su interés. La propuesta del viejo 
institucionalismo, por tanto, es analizar el cambio institucional a partir de la revisión 
histórica que ha tenido la transformación de la reglas y normas, en el interés que 
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genera los comportamientos en las instituciones y que le da paso al nuevo 
institucionalismo. 
En tal sentido y de acuerdo con la definición planteada por Hysing (2018) en cuanto 
a la definición de institución dentro de la escuela del viejo institucionalismo, está se 
concibe como un conjunto de actores que buscan definir una estructura racional y 
legalmente jerarquizada para la toma decisiones por parte de los individuos, en el 
cual se ejerce influencia a través por un componente orgánico y formal que incide 
en el comportamiento de los individuos. 
3.2 Perspectivas teóricas y metodológicas del nuevo institucionalismo. 
Las interpretaciones de los antiguos institucionalistas se comenzaron a reemplazar 
con lo que Peters (1999) llamó la revolución conductista y racional, en la cual para 
las décadas de los años 1950 y 1960 se transformó la disciplina de la ciencia política 
en virtud que se vincularon conceptos que orientan el trabajo de un significativo y 
cada vez más influyente elemento de la disciplina que es el enfoque de elección 
racional o el conductual que básicamente rompe el paradigma que busca definir las 
instituciones dentro de un esquema formal, normativo y estructural y da una mayor 
importancia a las premisas básicas del individualismo, al definir una tendencia anti 
normativa y atender preocupaciones por la teoría y la metodología en el desarrollo 
de la ciencia política como disciplina.  
Frente a este último, para Peters (1999) existía la necesidad de construir una teoría 
propia de la ciencia política, en la cual está no se dedicará únicamente a formular 
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interpretaciones sobre los regímenes políticos, sino que debía formular su marco 
teórico propio. El conductismo y la teoría de elección racional contribuyeron con la 
ciencia política a interpretar y entender la actividad política, así como facilitó el 
desarrollo de análisis a los fenómenos que se generaban en varios de los Estados 
nacionales.  
Por otra parte, a partir de los cambios que se venían presentando en el campo de 
la ciencia política se inició un sesgo anti normativo, en el que se critica la importancia 
que le daban los analistas políticos del antiguo institucionalismo a los esquemas 
formales y jurídicos que hasta el momento dominaban el estudio de las instituciones. 
Para Peters (1999) eso significa que las instituciones no responden únicamente a 
una estructura legal, sino que la ciencia política debe preguntarse por los elementos 
que están por fuera de la formalidad de una institución, es decir, que su propósito 
es reconocer los diferentes paradigmas que existen para entender y manejar una 
institución.  
De igual manera, en el desarrollo teórico de la escuela conductista se plantea que 
las instituciones cumplen una tarea fundamental en la transformación de los 
diferentes insumos o inputs en productos dentro de un sistema similar a la cadena 
de valor. El enfoqué sistémico por otro lado busca analizar el comportamiento y las 
elecciones de los individuos tales como el voto y el ejercicio de la participación 
ciudadana como actividades y ejercicios propios de la actividad racional de los 
individuos. Para Peters (1999) la revolución conductista “negó la importancia de las 
instituciones formales para determinar los productos de los gobiernos, aun cuando 
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en alguna medida se interesarán en el comportamiento de los individuos dentro de 
esas instituciones” (Peters, 1999, pág. 32). 
Por último y para dar inicio a la corriente de pensamiento del nuevo 
institucionalismo, el conductismo y la elección racional se constituyeron en las 
propuestas teóricas y metodológicas que permiten dar entrada a los estudios 
desarrollados en el marco del nuevo estudio de las instituciones. Para este caso, de 
acuerdo con Peters (1999) la propuesta de March y Olsen fue considerada la obra 
en la cual se plantean una serie de críticas a las propuestas del conductismo y la 
elección racional, en el que se afirma que los planteamientos de la escuela 
conductista y de elección racional no cuentan con los elementos colectivos ni el 
reconocimiento a las actividades que desempeñaban los grupos y simplemente 
desestiman el papel que tienen las estructuras sociales en la consolidación y 
formación de la actividad política. 
Asimismo, la producción de este nuevo conocimiento en la corriente del 
neoinstitucionalismo implica considerar que los diferentes elementos sociales tienen 
una confluencia dentro de los sistemas políticos y que están mutuamente 
relacionados con la actividad económica. Peters (1999) señala que con la propuesta 
de Mach y Olsen el propósito no era desestimar los avances que habían tenido el 
enfoque de elección racional y el conductismo sino entender que el ejercicio 
institucional se da en el marco de la actividad colectiva de los ciudadanos. 
Para los neoinstitucionalistas existen diferentes características que definen las 
instituciones y que se separan de las propuestas desarrolladas por los analistas del 
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viejo institucionalismo y de la escuela conductista y que básicamente son que dentro 
de una institución puede existir una estructura formal (una legislatura, un organismo 
dentro de la burocracia pública o un marco legal) o informal (una red de 
organizaciones interactuantes, un conjunto de normas compartidas). Eso significa 
que una organización trasciende a los individuos e implica la interacción de una 
serie de grupos sociales que pueden ser predecibles según el tipo de acuerdo o 
relaciones que tengan. 
En un segundo momento, las instituciones son más estables y predicen el 
comportamiento de todos los individuos que hacen parte de ella, por lo que las 
reglas informales y formales que regulan el comportamiento debe ser aceptadas por 
un común acuerdo. Por último, para Peters (1999) en “los miembros de la institución 
debe haber cierto sentido de valores compartidos” (Peters, 1999, pág. 37) en el cual 
al igual que el modelo de elección racional, los estímulos deberán funcionar para 
todos los participantes de la institución. 
Dentro de la propuesta del neoinstitucionalismo y sus perspectivas y explicaciones 
a la luz de la interpretación que tienen diferentes disciplinas como la Sociología, la 
Economía, la Ciencia Política y el Derecho sobre el concepto que se tiene y alcance 
de lo que es una institución, se señala que mientras los analistas del viejo 
institucionalismo consideraban las instituciones como estructuras formales y 
jurídicas que están reconocidas a través de un acto legal, para los teóricos del nuevo 
institucionalismo y tomando la definición de Elinor Ostrom (2015) las instituciones 
son “prescripciones que los seres humanos usamos para organizar todas las formas 
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de interacciones repetidas y estructuradas, incluyendo las que acontecen en 
familias, barrios, mercados, empresas, clubes deportivos, iglesias, asociaciones 
privadas y gobiernos de todas las escalas” (Ostrom, 2015, pág. 39). 
Quiere decir lo anterior, que las instituciones son reconocidas a partir de las 
diferentes formas de organización que adquiere la sociedad para regularse y 
comportarse, así como en la definición de los diferentes patrones de conducta que 
desarrollan los individuos que les permite intervenir y actuar dentro de ese marco. 
Para Ostrom (2015), el interés por estudiar las instituciones radica en comprender 
la interacción de las normas formales con las acciones y resultados en un entorno 
cultural y ecológico particular, en el cual los cambios en las reglas pueden generar 
resultados inesperados y en ocasiones desastrosos. 
Por otro lado, para el temprano nuevo institucionalismo su principal interés fue el 
análisis del comportamiento de las organizaciones como eran los agentes 
individuales, los grupos, firmas, mercados y los cuerpos colectivos. Para John 
Harris, Janet Hunter y Colin M. Lewis (1997) las contribuciones recientes del 
enfoque del nuevo institucionalismo tuvieron su principal interés en el intercambio 
de dinámicas entre instituciones y organizaciones. En muchas maneras, se 
evidencia como los arreglos institucionales buscaban formar el comportamiento y 
como estos acuerdos tenían un impacto sobre las instituciones.  
De lo anterior, la preocupación por definir como se daban esos arreglos 
institucionales implicaba de alguna manera, entender la diversidad y el prospecto 
de un cambio institucional positivo que es resultado de “un rango de acciones 
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individuales, presumir que la acción va a ser conducida por una óptima racionalidad” 
(Harris & Lewis, 1997, pág. 6). 
En igual sentido, a la luz del análisis de políticas públicas para Córdova (2018) existe 
una reconfiguración en el papel que cumple el Estado y en especial las instituciones 
al momento de interactuar con otros actores que se encuentran por fuera del 
escenario Estatal. De acuerdo con lo anterior, el sentido monolítico cómo se venían 
manejando las relaciones entre Estado y Sociedad son alteradas por lo que llama 
Córdova (2018) una “fragmentación institucional”, donde la “soberanía como el 
apego a la norma constitucional sean reemplazados por una apertura formal- legal 
que transforma las relaciones del Estado con la sociedad” (Córdova, 2018, pág. 45). 
De ello, la manera de cómo operará al interior de la gobernanza de las instituciones 
es un desplazamiento del poder del Estado en tres direcciones que para Córdova 
(2018) son: Hacia arriba (actores y organizaciones internacionales), hacia abajo 
(regiones, ciudades y comunidades) y hacia afuera (corporativización, privatización 
(pp. 35-83). Sin embargo, el interés por vincular los diferentes actores implica la 
articulación de sus intereses, percepciones y costumbres con el diseño, 
implementación y seguimiento de las decisiones públicas. 
Asimismo, la forma particular que adquiere los nuevos modelos de gobernanza de 
las políticas públicas señala la construcción de agenda, en la cual se definen las 
reglas de juego con el propósito de reconocer y legitimar la intervención que realizan 
los diferentes actores en la solución de los diferentes problemas y asuntos públicos. 
No obstante, esa ruptura del paradigma institucional en el que se sostenía que las 
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decisiones venían concebidas, formuladas e implementadas desde un órgano 
central y superior, permite determinar y reconocer los nuevos escenarios dónde se 
conducen las políticas públicas. 
En este caso, el neoinstitucionalismo sociológico como estructura de pensamiento 
del nuevo institucionalismo, es una herramienta que, si bien se concibe desde la 
integración de los actores Estatales con los diferentes patrones y elementos 
sociales, se constituye en el marco teórico y metodológico que permite dar cuenta 
de esas integraciones a partir del análisis de las políticas públicas. De lo anterior, a 
continuación, se realizará una descripción del concepto de neoinstitucionalismo 
sociológico, su alcance, perspectivas y diferentes líneas de pensamiento para 
introducir al estudio de la incidencia de las particularidades locales en la 
implementación de las políticas públicas. 
3.3  El neoinstitucionalismo sociológico como estructura de pensamiento del 
nuevo institucionalismo.  
El neoinstitucionalismo sociológico como una estructura de pensamiento que se dio 
a partir de la configuración de las nuevas perspectivas y modelos que se fueron 
dando con la aparición de nuevo institucionalismo, busca dar explicación e 
importancia dentro de unos de sus enfoques a los valores y los símbolos cuando se 
quiere definir una institución y orientar el comportamiento de sus miembros. Para 
Peters (1999), existen diferentes interpretaciones del neoinstitucionalismo 
sociológico que pretende al igual que el neoinstitucionalismo económico con la 
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teoría racional explicar el proceso de formación y consolidación de las instituciones 
en la sociedad.  
En tal sentido, Peters (1999) afirma que existen cuatro (04) enfoques de 
pensamiento básicos que permiten desarrollar la línea del neoinstitucionalismo 
sociológico como campo de estudio y las cuales son:  a) Modelos de organización 
basados en la ecología de la población, b) institucionalización e isomorfismo, c) 
sedimentación y d) arquetipos organizacionales: En el primero, las instituciones se 
comportan y se entienden por medio de una analogía con las poblaciones de 
organismos biológicos, en el cual las organizaciones o las instituciones son capaces 
de sustentar sólo determinado número de estructuras como es el mercado, la familia 
o la escuela. Para dichos analistas en esté enfoque las instituciones compiten por 
su supervivencia y tienen recursos limitados para producirse y reproducirse. 
El segundo enfoque para Peters (1999) consiste en la importancia de las 
dimensiones simbólicas y evaluativas de las organizaciones en el cual las 
instituciones actúan como matrices de significantes que influyen en las decisiones 
de los individuos al interior de las organizaciones. El factor más importante para 
evaluar son las percepciones y acciones a partir de los elementos cognitivos que 
producen la institución. 
Un tercer enfoque es el de la sedimentación, que consiste en explicar las 
instituciones como capas de concepciones y valores que han subsistido en el 
pasado y que permiten explicar cómo las prácticas de los individuos se asientan en 
el pasado. En este enfoque, las instituciones actúan como reliquias en la medida en 
72 
 
que conservan los diferentes cambios que se han presentado a lo largo del tiempo, 
así como permite identificar su transformación y evolución. 
En un último enfoqué los arquetipos institucionales buscan generar un análisis a 
través de la construcción de modelos tipos de institución que permita realizar 
comparaciones con las instituciones del mundo real. En dicho enfoqué se plantea la 
necesidad de construir estos arquetipos con el propósito de abordar los problemas 
de cambio de las instituciones. Así como la de explicar cómo las instituciones van 
cambiando a partir del cambio de la matriz de valores y percepciones.  
Teniendo en cuenta las diferentes líneas de cómo es entendido el 
neoinstitucionalismo sociológico, existe la necesidad por comprender el papel de la 
institución que en términos generales para esta corriente de pensamiento del nuevo 
institucionalismo es la que se ocupa del proceso de creación “de valores y marcos 
cognoscitivos dentro de una organización que el estado final de las cosas” (Peters, 
1999, pág. 160). En ella, la preocupación es la de comprender como las diferentes 
percepciones y prácticas de los individuos se fueron institucionalizando a través de 
esquemas normativos, marcos regulatorios o normas de conducta. Está 
interpretación para Peters (1999) es la que ha sido predominante en los enfoques 
de pensamiento contemporáneos. 
Sin embargo, a partir de los estudios adelantados por Mary Brinton y Víctor Nee 
(1998) y Adolfo Eslava (2009), (2017), el neoinstitucionalismo sociológico es un 
campo disciplinar que no solamente se ocupa del análisis de las institucionales 
desde una perspectiva diametral y vertical de control y regulación a los patrones de 
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conducta sino que existe un conjunto de elementos colectivos y culturales que 
inciden permanente en las dinámicas institucionales tales como las normas 
informales, las creencias, cosmovisiones, costumbres, el cooperativismo y en 
especial el estudio de las pequeñas micro-realidades que ocurren en estructuras 
sociales complejas.  
En tal sentido, en un primer momento para Mary Brinton y Víctor Nee (1998) se debe 
estudiar como el ambiente institucional y las creencias culturales forman los 
comportamientos, así como se da la interacción entre instituciones con las redes 
sociales y normas y cómo estás terminan de forma directa repercutiendo en las 
acciones y ejercicios sociales y comunitarios. Dentro de este planteamiento el 
neoinstitucionalismo económico cumple un papel esencial en el análisis y estudio 
de las relaciones entre los individuos que se inscriben en un marco institucional.  
Aspectos como el análisis de los costos de transacción y la teoría de la elección 
racional contribuyen en la construcción de un paradigma que permite explicar cómo 
los individuos a partir de las búsquedas del cumplimiento de unos objetivos 
comunes, se comportan de acuerdo con sus preferencias. Para Nee (2003) es 
imposible que el neoinstitucionalismo económico se desprenda de su explicación 
social en virtud que las relaciones y las transacciones que se realizan en el mercado 
se hacen en función de las interacciones sociales y por tal motivo los derechos de 
propiedad y las regulaciones económicas en algunos casos entran a colisionar con 
las tradiciones, costumbres de los actores sociales. 
74 
 
Esto se encuentra relacionado con el planteamiento de Douglass North (1991) que 
afirma que más allá del concepto institucional, las instituciones tienen un papel 
relevante en la medida que definen normas de conducta, pero igualmente 
establecen lo que es admisible y no admisible dentro de la estructura de mercado 
(pp- 97-112). El autor señala que los sujetos buscan tomar decisiones racionales de 
acuerdo con unas normas definidas por parte de las instituciones, las cuales 
determinan desde una perspectiva económica reducir los costos de transacción, 
definir reglas de intercambio entre los actores, establecer los derechos de propiedad 
y buscar la eficiencia en los mercados. 
De lo anterior, para North (1991), las instituciones son las diferentes “ideas humanas 
que coaccionan la estructura política, económica y las interacciones sociales. Está 
consiste en coacciones tanto informales (sanciones, tabús, hábitos, tradiciones y 
normas de conducta), como con las reglas formales (constituciones, leyes y 
derechos de propiedad” (North, 1991, pág. 91).  
En igual sentido Brinton y Nee (1998) tomando en consideración la teoría 
institucional de North (1991) plantean que en la medida en que los mercados se 
expanden generan oportunidades para el crecimiento individual, lo cual conlleva en 
algunos casos existan concentraciones de la riqueza, que implica que las 
instituciones intervengan en el establecimiento de derechos de propiedad, en el cual 




De lo anterior, la fijación de derechos de propiedad y el fortalecimiento de las 
instituciones garantizan que el Estado regule las imperfecciones del mercado, que 
implica corregir y fortalecer en el tiempo las políticas. Por otro lado, existe la posición 
del neoinstitucionalismo económico en el que señala que los agentes económicos 
no actúan de forma individual, sino que las empresas, los Estados, los partidos 
políticos, tienen visiones estratégicas, que no constriñe con el comportamiento de 
los individuos. 
Sin embargo, para Brinton y Nee (1998) la combinación del nuevo institucionalismo 
económico y sociológico permite interpretar las imperfecciones que tuvieron las 
propuestas como las de Douglass North dentro de la teoría de elección racional, en 
la medida que categoriza las normas informarles en el campo de las costumbres y 
los hábitos de los individuos. En este caso, la investigación sociológica había estado 
centrada principalmente en las normas que se componen en coacciones informales.  
Una definición de normas informarles es la propuesta por Brinton y Nee (1998) 
quienes afirman que las “normas informales son reglas de un grupo o una 
comunidad que pueden o no pueden ser explícitamente manifestadas y que confían 
en los mecanismos informarles de monitoreo, así como pueden ser aprobadas o 
desaprobadas por la sociedad” (Brinton, Nee, 1998, pág. 19). De igual manera, las 
normas informales surgen del curso de las interacciones sociales como estándares 
de comportamiento y son mantenidas cuando los estímulo o premio es esperado. 
Para Brinton y Nee (1998) las normas que establecen recompensas para los 
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miembros de los grupos son aprobadas por la sociedad dentro de las interacciones 
humanas.  
De lo anterior, el hecho de que en el neoinstitucionalismo económico no reconozca 
la incidencia de las interacciones sociales en la construcción y formación de las 
regulaciones que gobiernan las instituciones, implica apartar la influencia de las 
normas informarles en la construcción y formación de las instituciones. Por otro lado, 
si bien las instituciones cumplen un papel en la construcción de valores y creencias 
en los individuos ya sea formal o informal que en palabras de Herrera (2008) 
corresponde a “las reglas, procedimientos, organizaciones y demás variables que 
integran el conjunto al sistema político y que tienen influencia en las relaciones, 
conductas, comportamiento, estabilidad e inestabilidad de los gobiernos y en, en 
general, en su papel de producción y reproducción social (Herrera, 2008, pág. 127).  
Las instituciones no se comportan a partir de una visión top-down, en el cual los 
valores, representaciones, normas son generadas e impuestas a un conjunto de 
individuos, sino que en palabras de Adolfo Eslava (2011) las instituciones actúan en 
dos direcciones “como variables dependientes de fenómenos políticos, económicos 
y sociales, y también como variable independiente que condiciona tales fenómenos” 
(Eslava, 2011, pág 48).  
De lo anterior, reconocer las dinámicas y patrones metafísicos en la construcción y 
formación de las instituciones como las costumbres, creencias y prácticas colectivas 
hacen parte de ese nuevo escenario en el cual se reconfigura el paradigma en el 
cual las instituciones definen reglas de juego para ser variables dependientes que 
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están fuertemente influenciadas por un componente cooperativo y colectivo. En un 
planteamiento similar se encuentra Elonor Ostrom (1990) quién señala que las 
instituciones deben reconocer los procesos de autoorganización y autogestión 
donde “las reglas particulares difieren en que toman en cuenta atributos específicos 
de los sistemas físicos relacionados, perspectivas culturales del mundo y relaciones 
políticas y económicas que existen en el escenario” (Ostrom, 1990, pág. 147). 
Otro de los aspectos para tener en cuenta es lo que afirma Eslava (2009) el cual 
propone definir un nuevo enfoque para el reconocimiento de elementos que 
permitan dar cuenta de la construcción del capital social, cultural y del 
cooperativismo que se da en el seno de las comunidades y en especial las locales. 
Su tesis central es afirmar que el estudio de las instituciones le corresponde indagar 
“por el marco general de las interacciones que tienen lugar en el edificio social; 
también se ocupa de la incidencia de estas en el nivel micro de la vida ciudadana” 
(Eslava, 2009, pág.45). 
Las decisiones en materia de política pública para Eslava (2009) tendrán como 
punto de partida los patrones y dinámicas que se presentan en los casos concretos 
y específicos donde está se vea implementada, con el propósito de reconocer 
además las reglas informarles las “instancias cooperativas de los procesos sociales” 
(Eslava, 2009, pág. 46). Dichos escenarios colectivos y grupales se orientan por la 
definición de una estrategia, en el cual se determinan las reglas de juego donde los 
actores constituyen acuerdos colectivos.  
78 
 
Para Eslava (2011), existe un escenario preinstitucional en el cobran importancia 
las interrelaciones y dinámicas de las estructuras sociales, en algunos casos con el 
establecimiento de normas informales que gobiernan y median entra las decisiones 
de los actores. Sin embargo, la constitucionalización de las instituciones y la 
adopción e implementación de las normas de regulan el funcionamiento de estas, 
derivan en la consolidación de un ciclo de política que pretende reconocer un 
escenario postinstitucional donde los arreglos comunitarios y colectivos tienen 
importancia, es decir, donde hay lugar a la interacción de los actores donde se 
acatan las normas institucionales. 
De lo anterior, teniendo en cuenta la propuesta de Adolfo Eslava (2011) para 
desarrollar un modelo de análisis de política pública se deben tener en cuenta como 
puntos centrales de estudio los cuales son los siguientes: a) La identificación de un 
problema público, que es generado por la sensación en una insatisfacción social 
producido por los grupos sociales. b) La estructuración de un programa de actuación 
política administrativa (PPA) que se da a partir del estudio de la situación de 
insatisfacción social y las consiguientes decisiones de regulación y creación de 
incentivos. C) Definición de los roles, responsabilidades y competencias para cada 
uno de los actores que se deriva de un acuerdo de administración político 
administrativo. D) Los planes de acción (PA) que son el resultado de priorización de 
las medidas a tomar que se convierte en el modo concreto de la intervención. 
Sin embargo, dentro del ciclo de políticas públicas existe el estudio de los diferentes 
aspectos y elementos que determinan el juego comunitario y social, en el que tanto 
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la identificación de un problema público como la fijación de una decisión de 
intervención implica el juego de los actores dentro del contexto específico donde se 
desarrollan las políticas públicas. Para este caso, de acuerdo con Eslava (2011), 
existe una etapa predecisional que genera importancia en virtud de la base sólida 
que genera para el desarrollo del proceso de políticas públicas. En esta etapa se 
encuentra la formación de la Agencia Pública, la definición de un problema público, 
el análisis de factibilidad, y el perfeccionamiento del problema público. A 
continuación, se describe cada uno ellos, de acuerdo con la propuesta de Eslava 
(2009): 
El contexto predecisional 
   
Fuente: Elaboración propia con base en (Eslava, 2011, pág. 110) 
Teniendo en cuenta lo anterior, la identificación de una etapa predecisional implica 
el reconocimiento de elementos y factores de carácter social y cultural que 
traspasan la frontera de lo que es institucionalizado y se inscribe en el entendimiento 
de los acuerdos y la interacción de los diferentes actores. “Las instituciones pueden 
limitar la acción de los actores, pero no deben imponer una acción particular” 
(Eslava, 2011, pág. 114)   
Formación de la Agenda
•Proceso de comunicación 
y cooperación.
•Construcción de la Agenda 
ciudadana, de gobierno, 
sistémica e institucional.
Definición del problema
•El problema se plantea 
desde diferentes 
sensaciones problema.
•Existen diferentes vías por 
donde se da conocer el 
problema
Análisis de factibilidad
•Reconocer los límites de 
las normas 
institucionalizadas y llegar 
acuerdos con los 




Se señala que los espacios de participación democrática al igual que la coordinación 
son necesarias para el proceso de concertación en la formulación de políticas 
públicas. De ahí que la capacidad que tengan los diferentes actores de integrar las 
diferentes percepciones, cosmovisiones y aportes sobre un mismo hecho, 
contribuye a que la política pública tenga un acercamiento y mejor entendimiento de 
un problema público y en especial se reconozcan como parte del proceso.  
Sin embargo, el uso asertivo de estímulos para promover el ingreso de los diferentes 
actores, así como el reconocimiento de las reglas informales con el propósito de 
poder acercarlas a las reglas formales facilitan el proceso de coordinación. De igual 
manera, existen los procesos de control social, en los cuales el “proceso de las 
políticas, constituye un mecanismo que distribuye las responsabilidades entre los 
diferentes actores, en su calidad de sujetos de derechos, pero también de deberes” 
(Eslava, 2011, pág.143).  
En igual sentido, el componente institucional tiene un papel relevante en la medida 
que estimula y dinamiza la incursión de los diferentes actores al desarrollo de las 
políticas públicas. Para Douglas North citado por Ayala y González (2011) señala 
que “los arreglos institucionales deben permitir la participación de la mayoría de los 
individuos y garantizar que se incluyan los intereses de todos ellos, es decir, que 
nadie quede formalmente excluido de la protección” (Ayala, González, 2001, pág 
50), es por ello que elementos comunitarios y colectivos tienen una relevancia 
significativa en la formulación de las políticas públicas, en la medida que cumplen 
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un papel relevante para dinamizar las mismas en los territorios donde se 
implementan.  
En ese sentido, para entender la articulación entre el componente comunitario con 
la consolidación de un enfoque neoinstitucional de las políticas públicas, a 
continuación, se realizará una descripción de que se entiende por procesos 
comunitarios y sociales y su incidencia en la formación de instituciones. 
3.3.1 Procesos de construcción comunitaria y social en las políticas 
públicas. 
Un aspecto relevante en el análisis de las políticas públicas es el estudio de los 
componentes comunitarios y sociales en virtud de la incidencia que tienen los 
elementos locales y los referenciales socioculturales en las dinámicas 
institucionales de las políticas públicas. Así lo afirma Eslava (2017) quien señala 
que el análisis interdisciplinar que se la dado a las políticas públicas desde la 
sociología ha permitido reconocer además del Estado y el mercado, las diferentes 
comunidades y especial a los contextos sociales en donde las normas culturales y 
las reglas informales cobran importancia.  
En ese sentido, las practicas del Estado en cuanto el enfoque que debe coexistir en 
cualquier decisión que tomen las instituciones, involucra el conocimiento del 
territorio, en virtud que “el reconocimiento de la realidad territorial permite conectar 
las dinámicas asociativas y acrecentar la capacidad comunitaria” (Eslava, 2017, 
pág. 46). Esto encuentra relacionado con la propuesta de Orlando Fals Borda (2002) 
y Luis Eduardo Mora (2002) quienes afirman que los elementos del contexto son 
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esenciales para el desarrollo de un marco de referencia científico, en el cual se 
analizan “los diferentes significados, símbolos, discursos, normas y valores que van 
conectados a sistemas complejos y abiertos de espacio/tiempo, que son biológicos, 
ecológicos, sociales, y culturales” (Fals Borda, Mora, 2002, pág. 94). 
Quiere decir lo anterior, que los procesos de investigación y de análisis implican un 
acercamiento al conocimiento de nuestras realidades singulares y complejas, las 
cuales son inherentes a las estructuras locales donde son analizadas. Para este 
caso, la investigación científica mediante su decantamiento al estudio de las 
estructuras sociales se focaliza en el análisis de las normas informales y patrones 
culturales de las comunidades locales en las que para Fals Borda y Mora (2002) se 
debe dar a partir la construcción de un enfoque y metodología propia de estudio de 
las comunidades locales. 
Ahora, dentro del análisis de esas estructuras sociales específicas que contribuyen 
al estudio de las políticas públicas, se encuentra la propuesta de Pierre Bourdieu 
(2010) quien señala los campos sociales como un estado que están definidos por el 
tiempo y un capital específico y en el cual se definen las estrategias de los diferentes 
actores en el que llegan acuerdos frente a reglas específicas de juego que la 
diferencia de los demás campos sociales.  
De otro lado, Bourdieu (2010) plantea el concepto de habitus que es básicamente 
el reconocimiento de las leyes inminentes de juego en el que median actores 
institucionalizados como la escuela y o el mismo Estado y en donde las estructuras 
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de campo se constituyen en un “estado de las relaciones de fuerza entre las 
instituciones y/o agentes comprometidos en el juego” (Gutiérrez, 2010, pág. 12). 
Quiere decir lo anterior, que independientemente de las relaciones y campos de 
fuerza que se consoliden dentro de las estructuras sociales a la luz de las decisiones 
de los diferentes actores, así como de los mediadores, se encuentra el propósito del 
mantenimiento del campo social que es más que nada la disposición para el 
conocimiento y el reconocimiento de las leyes inmanentes al juego, que crean valor 
de lo que allí está en juego.  
De lo anterior, Bourdieu (2010) plantea que las construcciones sociales hacen parte 
de esa misma formación de los campos en el que los diferentes capitales sociales 
y culturales se ven influenciados por la intermediación de los actores o instituciones 
como es el Estado y la Escuela, que vienen a incidir en las percepciones y habitus 
de los individuos.  
Este último entendido como el hecho de que los “individuos son también el producto 
de condiciones sociales, históricas que tienen disposiciones (maneras de ser 
permanentes, la mirada, categorías de percepción) y esquemas (estructuras de 
invención, modos de pensamiento, etc) que están ligados a sus trayectorias (a su 
origen social, a sus trayectorias escolares, a los tipos de escuela por los cuales han 
pasado)” (Bourdieu, 2010, pág. 39). 
En ese sentido, cada uno de los patrones y elementos ya sean culturales sociales, 
culturales, políticos y económicos vienen generados de una dinámica constante y 
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permanente de formación de cada una de las comunidades en particular. En el que 
existen como lo afirma Bourdieu (2010) y Fals Borda (2001) universos que, si bien 
hacen parte de un todo, poseen características y tipologías que las diferencian unos 
de otros. 
Es en este momento, donde desde el enfoque comunitario se inicia el análisis 
neoinstitucional de las políticas públicas a partir del reconocimiento de esas 
especificidades y componentes particulares que hacen propias a cada una de las 
estructuras sociales y en especial desde los diferentes componentes socioculturales 
y prácticas locales que las hacen ser propias de un territorio en particular. 
3.3.2 Procesos de construcción de confianza comunitaria en las políticas 
públicas: Proceso metodológico de análisis de los componentes 
locales. 
Para que exista un papel representativo de la sociedad se deben contar con los 
recursos necesarios que permitan garantizar la sostenibilidad de las redes de 
confianza y reciprocidad entre el Estado y la comunidad. Así lo ha afirmado Eslava 
(2017) quién señala que las instituciones no deben llenarse de buenas intenciones 
y de consensos sobre de intereses comunes, sino que se requieren suministrar los 
recursos necesarios para producir la acción colectiva. Por otra parte, el capital social 
ofrece información sobre esas personas, que independiente de que tengan mentes 
privadas no implican su potencial comunitario y social. 
De ello, el papel del Estado en facilitar esos procesos de cooperación entre el 
Estado y la comunidad, contribuyen a la formación y tejidos de confianza que 
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facilitan alternativas favorables “al comportamiento cooperativo y que la apuesta por 
el capital social igualmente requiere matices respecto a sus potencialidades como 
detonante de mayores niveles de cooperación” (Eslava, 2017, pág. 45).  
Es aquí donde la teoría de análisis de las políticas públicas para Eslava (2017) 
deberá poder comprender, analizar, proponer y cambiar los procesos de decisión, 
visto a la luz de la construcción de una red de confianza entre la comunidad y las 
instituciones que permitan fortalecer y facilitar los procesos comunitarios de toma 
decisiones compartidas. 
Los territorios perciben a las políticas públicas como una imposición diametral y 
unilateral que destruye los procesos de construcción comunitaria, sin embargo, las 
“políticas basadas en la proximidad y en el reconocimiento de la realidad territorial 
permiten conectar dinámicas asociativas y acrecentar la capacidad comunitaria” 
(Eslava, 2017, pág. 46). Es decir, las redes confianza que son exitosamente 
politizadas parten del reconocimiento de redes cooperativas que son en algunos 
casos informales (palabras, costumbres, tradiciones) pero que se armonizan con las 
normas institucionalizadas, es lo que llama el autor el análisis de las políticas 
públicas centrada en los autores. 
Para llegar a ese conocimiento de esas particularidades y elementos característicos 
de cada componente comunitario, Eslava (2017) propone el método experimental 
para el análisis de las políticas públicas, qué básicamente se compone de una 
recomposición de la mirada institucional en la concepción de esos potenciales 
comunitarias que facilitan la interlocución de saberes técnicos y políticos que 
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permiten además del conocimiento de las instituciones formales e informales, la 
recopilación “ de los procesos evolutivos de herencias y cambios sociales, y, en 
consecuencia son una variable explicativa del rumbo que toman las políticas 
públicas” (Eslava, 2017, pág. 71). 
Se deben tener en cuenta para el análisis de políticas públicas la identificación de 
comportamientos prosociales y reconocer las relaciones de complementariedad con 
las decisiones públicas. Es decir, “los datos de los experimentos ofrecen un orden 
de magnitud del potencial de capital social como activo comunitario al servicio de 
las políticas públicas” (Eslava, 2017, pág. 74). Sin embargo, el método experimental 
en el análisis neoinstitucional de las políticas públicas implica el estudio de las 
preferencias sociales, de elementos maximizadores del bienestar comunitario y de 
la confianza que existe alrededor de la política adelantada.  
Al igual que en el estudio de las preferencias y de los niveles de confianza que 
deben existir entre instituciones y comunidad, existe el análisis de las reglas 
informales que se abordan desde el reconocimiento de normas que se encuentran 
fuera del escenario legal pero que contribuyen a la construcción de niveles de 
confianza en las comunidades. Eslava (2017) propone fijar la atención en tres 
dimensiones de la informalidad: La microeconomía endógena, hábitat y comunidad. 





Gráfica 3. Dimensiones para el Análisis de la Informalidad 
Fuente: Elaboración propia con base en (Eslava, 2017, pág. 108) 
Para efectos de este trabajo, se seleccionarán la Microeconomía endógena y la 
dimensión comunidad. 
En tal sentido, la política tierras definida en la Ley 160 de 1994 y demás normas 
concordantes será analizada a partir de las dinámicas y particularidades propias de 
las entidades territoriales en donde ha persistido el problema de la concentración 
de la propiedad de la tierra. Para y ello y con el propósito determinar el análisis de 
la interacción entre el componente de acceso de la propiedad de la tierra definida 
en la ley anteriormente mencionada y las dinámicas y particularidades locales de 
dichas entidades territoriales seleccionadas, se aplicará el enfoqué de análisis de 
políticas públicas propuesto en el presente capitulo. 
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ANÁLISIS DE LAS DINÁMICAS Y PARTICULARIDADES LOCALES DE LA 
POLÍTICA DE TIERRAS EN COLOMBIA. 
Una vez abordado el enfoque teórico y metodológico a partir de la revisión de la 
transición teórica y académica del institucionalismo, neoinstitucionalismo al enfoque 
desde la sociología del análisis de los aspectos y normas de patrones culturales. El 
propósito del presente capítulo es realizar un análisis detallado desde la propuesta 
de Adolfo Eslava (2009) (2017) de los aspectos comunitarios y sociales 
seleccionados, que busquen dar cuenta del rescate y valoración de las dinámicas y 
particularidades locales de las zonas rurales en Colombia, a partir de la revisión de 
los resultados obtenidos en la práctica de entrevistas y el desarrollo de un focus- 
group con una comunidad campesina en Cundinamarca y con análisis de casos 
comparados en Tierralta- Córdoba y en la cual se contrasta con la posición de los 
actores Estatales y Académicos.  
Lo que se evidenciará es que la política pública de tierras no responde integralmente 
a los fenómenos locales y comunitarios tejidos en estás comunidades, lo cual afecta 
directamente el desarrollo y apropiación de los instrumentos de políticas 
desarrollados por parte de la política y en especial que persiste a nivel cultural y 
social un desconocimiento de las particularidades y realidades locales de las zonas 




4. Diseñó metodológico para la recolección de la información. 
Tal y como se ha definido en las diferentes perspectivas descritas del 
neoinstitucionalismo sociológico y en especial desde el análisis de las variables 
relevantes que se han dado frente a la implementación de la política de tierras en 
Colombia a partir de la adopción de la Ley 160 de 1994, se aplicó para esté trabajo 
como metodología de trabajo la aplicación y levantamiento de información primaria 
a partir del desarrollo de unas entrevistas semi-estructuradas.  
Se indagó a diferentes actores tanto comunitarios, académicos y de instituciones 
estatales, su percepción sobre los aspectos más relevantes y significativos de las 
diferentes modalidades de acceso a la propiedad de la tierra en Colombia y su 
articulación con las dinámicas y particularidades locales de las zonas rurales en 
Colombia. 
Para ello, se seleccionaron actores que hayan tenido una incidencia directa en 
temas como: a. Formalización de la propiedad de la tierra, b. Análisis de la 
concentración de la tierra, c Participación directa en trabajos académicos y 
comunitarios, d. Importancia y relevancia en el tema objeto de investigación.  
En el desarrollo del enfoque metodológico, se tuvo en cuenta la propuesta de Adolfo 
Eslava (2017), en la cual se identificaron en un primer momento variables como la 
Microeconomía Endógena y la Comunidad, a partir de las preguntas desarrolladas 
a los actores descritos anteriormente. 
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En tal sentido, se desarrollaron dos tipos de entrevistas que, de conformidad con la 
complejidad de los temas a tratar, se abordaron en dos sentidos: a. La primera que 
iba a dirigida actores sociales y comunitarios y b. Actores académicos y 
pertenecientes a entidades públicas de carácter estatal como la Agencia Nacional 
de Tierras y la Unidad de Planificación Rural Agropecuaria.  
Una vez recolectada la información y teniendo en cuenta las variables sugeridas por 
Eslava (2017), se constituyeron las siguientes categorías de análisis, utilizando la 
metodología de Rosana Guber (2001) sobre el método etnográfico de análisis de 
actores. En dicha propuesta, para la comprensión de las dinámicas propias de las 
comunidades se debe tener un alto valor agregado sobre la alteridad y el concepto 
de la observación y análisis de la percepción.  
Para Guber (2001) “la observación y la participación suministran perspectivas 
diferentes sobre la misma realidad, aunque estas diferencias sean más analíticas 
que reales. Si bien ambas tienen sus particularidades y proveen información diversa 
por canales alternativos, es preciso justipreciar los verdaderos alcances de estas 
diferencias; ni el investigador puede ser "uno más" entre los nativos, ni su presencia 
puede ser tan externa como para no afectar en modo alguno al escenario y sus 
protagonistas” (Guber, 2001, pág. 58).  
De igual manera, según el planteamiento etnográfico sugerido por la autora, los 
hechos sociales son directos con el trabajo epistemológico de consensuar y 
discernir sobre los aspectos directos en los cuales las comunidades se desarrollan. 
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No solamente visto desde un aspecto eminentemente neutral sino a partir de las 
subjetividades y sentimientos que se generan sobre el objeto de consulta. 
De esa misma manera, los relatos y las historias de vidas de los actores determinan 
un punto de vista que desde la naturalidad de los hechos y en sí de la importancia 
que debe tomar el autor para que los hechos sean naturales y no interferidos por la 
percepción del investigador. Guber (2001) afirma que “el investigador debe observar 
y adoptar el rol de observador, y sólo en última instancia comportarse como un 
observador- participante” (Guber, 2001, pág. 81). 
De lo anterior, articulando la propuesta de Eslava (2017), se definieron las 
siguientes subcategorías de análisis que se desprenden de las dos categorías 
desarrolladas en el texto analizado. Tal y como se evidencia a continuación: 
Gráfica 4. Categorización de Análisis 
 
Fuente: Propia a partir de los análisis realizados a las entrevistas. 
En tal sentido, para el desarrollo de cada una de está subcategorías, se utilizará el 
método abreviado de análisis sugerido por Guber (2001) y Eslava (2019) (2017), 
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donde se integrarán las percepciones, opiniones y propuestas de los actores frente 
a los aspectos claves señalados, los cuales requieren ser desarrollados para dar 
respuesta la hipótesis que plantea el presente trabajo. 
 Microeconomía endógena. 
 
Implicaciones económicas en el acceso de la propiedad. 
 
Una de las preguntas que respondieron los actores comunitarios, sociales, 
académicos y de carácter estatal fue “cuáles son los principales problemas que 
enfrenta el campo colombiano”. De esta pregunta, la mayoría concuerda que el 
fenómeno de concentración de la propiedad, los procesos extensos de conflicto 
armado interno, así como la estructura económica y el desarrollo de todas las 
iniciativas para consolidar el modelo económico sustentado en la exportación de 
minerales es el atenuante más directo para que persistan los fenómenos de 
concentración y de problemas en el acceso de la propiedad de la tierra.  
Para el profesor Absalón Machado (2019), que fue uno de los actores entrevistados 
“los problemas son de diversa índole, en lo económico, social e institucional. Una 
baja competitividad y productividad promedias en la mayoría de los productos como 
resultado de atrasos tecnológicos, pocos recursos para la investigación, el mal uso 
del suelo (conflicto de uso) en actividades que no le son agroecológicamente 
propias (uso de suelos forestales en ganadería extensiva, o ganadería en suelos de 
uso agrícola y viceversa). Unido a ello está el bajo nivel educativo de la población 
rural en general”. (Machado, 2019). 
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Los fenómenos que subsisten actualmente en cuanto a la concentración de la 
propiedad de la tierra, son localizados en un fenómeno de persistencia de prácticas 
y actividades que han venido afectando la distribución equitativa de la tierra y en 
especial por las transiciones socio- políticas que son fuentes estructurales para que 
los problemas que intentaba solucionar la Ley 160 de 1994 no fueran directamente 
atacados. 
Para Carlos Suescún (2019) existen razones deslocalizadas para el que el 
fenómeno persista al interior del país y tienen que ver por el desarrollo del 
capitalismo y de la incursión del país a inicios de los años 90 a la aplicación de las 
tesis neoliberales de privilegiar el mercado de tierras y el latifundio. La Ley 160 de 
1994 generó una apertura a las actividades económicas que se unió a la “baja 
rentabilidad de muchas actividades rurales, la inestabilidad en los precios agrícolas, 
los subsidios externos que incorporan los productos importados, y la poca 
organización para la comercialización de los productos, tanto en el mercado interno 
como externo”. 
Asimismo, las políticas cortoplacistas y la disyuntiva entre campo y ciudad, provoca 
que los fenómenos rurales sean tratados como asuntos de carácter temporal y 
coyuntural de acuerdo con los intereses y agenda de gobierno interno. Varios de los 
participantes entrevistados, afirman que la pobreza rural y la urbana son el resultado 
del interés bajo que tienen las entidades públicas de orden estatal en el 
conocimiento estructural del acceso a la propiedad de la tierra.  
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Por otro lado, a los campesinos de acuerdo con Suescún (2019), “se les tiene como 
agentes desvalidos sin capacidades, y la política pública no los considera como 
agentes dinámicos en los cuales se pueda sustentar un crecimiento; se les trata 
más como un problema social y político que como económico con potencial”. Esto 
lo confirma los líderes campesinos entrevistados en Tierralta- Córdoba y 
Cundinamarca quiénes afirman para el caso de las políticas de asistencia a la 
demanda como los subsidios lo siguiente: 
“Cómo lo ha generado desde el momento en que empezó a subsidiar a darles 
subsidios a darles mercados a la gente la volvió perezosa hoy por hoy la 
gente no es productiva entonces que pasa que tú vas al campo y encuentras 
grandes extensiones de terreno en abandono y no es porque la gente se haya 
ido ahí están pero no está la mano de obra que necesita la finca están los 
viejos y esos viejos reciben subsidio y esos viejos ya no están en la capacidad 
y en la condición de ir a producir entonces eso es una contradicción que hay 
porque si el mismo Estado está generando eso que la gente deje de producir 
ósea de alguna manera le está diciendo vea usted tranquilo porque usted es 
víctima de la violencia” (Doña María, entrevista aplicada en la Secretaría 
Distrital de Desarrollo Económico. Encuentro de líderes agrarios)” 
 De igual manera, para las comunidades campesinas de la región de Tierralta- 
Córdoba, existe una baja protección por parte del Estado en los procesos de 
concentración y en sí de formalidad de la propiedad. Teniendo que utilizar 
mecanismos artesanales y comunitarios para atender los principales problemas del 
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campo colombiano. Sin embargo, existe el temor por la inseguridad jurídica y el 
desconocimiento que presentan la mayoría de los actores comunitarios a las 
diferentes modalidades de acceso a la propiedad de la tierra. 
Por otro lado, las comunidades son conscientes que más que los fenómenos de 
violencia, la corrupción y la falta de atención del Estado a las diferentes 
comunidades han hecho que algunas de ellas, vean con desconfianza el papel que 
cumple esté al interior de las comunidades. 
Por otro lado, en cuanto a la economía campesina y rural señalan que una primera 
etapa requiere que por parte del Estado aclare la titularidad y el dominio sobre la 
propiedad de la tierra y que apoyen formalmente a través de crédito directos el 
desarrollo rural local. Sin embargo, para ellos no tiene importancia el hecho que el 
interés se de en producir a escala familiar productos básicos para los programas de 
seguridad alimentaria y nutricional. 
Para el Senador Wilson Arias (2019), la Ley 160 de 1994 si bien contiene elementos 
esenciales para la producción campesina y el acceso formal a la propiedad de la 
tierra, al igual que fue producto de las luchas campesinas y agrarias de finales de 
los años 80s, contiene disposiciones que buscan privilegiar el mercado de tierras y 
establecer dentro de los componentes normativos la extensión del latifundio y de la 
extranjerización de la propiedad. Para Arias (2019) el espíritu de la norma en un 
primer momento busca garantizar la titulización y el acceso de la propiedad de la 
tierra y posteriormente el Estado Colombiano desprotege a las comunidades para 
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garantizar que el mercado de tierras se pueda aplicar, tal y como se demostró en 
los casos de Mónica Semillas y Poligrow. 
La inseguridad económica generada por la Ley 160 de 1994 es confirmada por la 
percepción de las comunidades campesinas entrevistadas en el Departamento de 
Cundinamarca en la cumbre de Líderes Agrarios desarrollada en el año 2019, donde 
afirman a partir de un ejercicio de Focus Group que el Estado no generaba la 
suficiente confianza y legitimidad para el desarrollo de economías campesinas. 
Diana que es líder campesina de Bogotá, afirma lo siguiente: 
“Pues mi experiencia nosotros tenemos nuestra finca en una selva de reserva 
forestal y allí teníamos un inconveniente muy grande y era la parte de 
titulación casi todo era por posesión entonces allá en esa zona lo llamaban 
carta venta entonces siempre, se adquiría la tierra siempre por carta venta y 
eso iba de productor en productor por carta venta fuera de eso lo que más 
limitaba era la extensión entonces se decía que una unidad mínima que la 
unidad mínima familiar era de siete hectáreas  (…) no ha sido muy clara la 
ley en poder dar la titulación de la tierra”. (Diana, entrevista aplicada en la 
Secretaría Distrital de Desarrollo Económico. Encuentro de líderes agrarios)” 
La inseguridad jurídica y el desconocimiento que tienen la mayoría de las 
comunidades campesinas entrevistadas frente a la Ley 160 de 1994, permite que el 
paradigma esté fuertemente relacionado con la inseguridad económica y jurídica 
que hay en las zonas rurales en Colombia. Que se alimenta de las bajas condiciones 
educativas y el riesgo que están algunas de ellas por la presencia de grupos 
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armados ilegales en los territorios, como es el caso de las comunidades de Tierralta- 
Córdoba. 
Por último, desde la perspectiva de las Entidades públicas estatales que facilitaron 
sus puntos de vista en la entrevista, se puede identificar que el fenómeno del 
problema de acceso a la propiedad desde la expedición de la Ley 160 de 1994 se 
da por la falta de tecnificación y desarrollo de economías a escalas en las zonas 
rurales, que facilite la asociatividad entre los campesinos y las empresas agrarias 
para facilitar el desarrollo rural en Colombia. 
De lo anterior y como se puede observar, las dos posiciones encontradas entre las 
comunidades campesinas y los actores estatales se diferencian fuertemente en 
cuanto a los problemas económicos y sociales que persisten en las zonas rurales 
de Colombia. En cuanto que para los primeros esté se da por la desprotección y 
falta de presencia del Estado en garantizar el acceso progresivo a la propiedad de 
la tierra y, por otro lado, de las Entidades Públicas entrevistadas que señalan que 
el fenómeno se da por la ausencia de medidas que permitan tecnificar el campo y 
constituir economías a escala con la inversión en las zonas rurales de Colombia.  
En palabras de Absalón Machado (2019), “las políticas son cortoplacistas y no se 
fundamentan en una apuesta por el futuro de la agricultura o del sector rural, como 
estratégico para el desarrollo. El descuido institucional público en materia agraria es 
monumental, pues se ha privilegiado el desarrollo urbano-industrial frente al campo, 
amenazando así la seguridad alimentaria del país, lo que ha conducido en buena 
parte a una creciente importación de alimentos. Todo ello está fundamentado en la 
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idea de que la ruralidad no genera una dinámica de crecimiento suficiente y esta 
solo se logra en lo urbano” (Machado, 2019), lo cual significa que en vigencia de la 
Ley 160 de 1994 para los actores académicos entrevistados ha acentuado la 
diferencia entre sector rural y urbano, que afecta significativamente la aplicación de 
dicha norma para mejorar las condiciones de la población. 
Régimen Jurídico de la Política. 
 
Para los actores comunitarios entrevistados existe una fuerte desconfianza y 
desconocimiento de la Ley 160 de 1994. Ante la pregunta ¿Conoce actualmente la 
Ley 160 de 1994?, a excepción del líder campesino de Tierralta- Córdoba, la 
mayoría no conoce los mecanismos de acceso a la propiedad de tierra. Sin 
embargo, algunos de ellos manifestaron interés por los problemas de formalidad y 
distribución del acceso de la propiedad de la tierra. Ese es el caso de la productora 
agraria doña Marcela del Vichada que señala lo siguiente: 
“En mi caso si es un caso un poco diferente vengo del Vichada, en el Vichada 
por más que tú tengas escritura,  hay algunos que son los baldíos y para 
poder tener acceso a esos baldíos tú tienes que tener posesión y demostrar  
trabajo en la tierra una cantidad de cosas que muchas veces tú no haces 
pero la parte del gobierno no te ayuda mucho con esta titulación, entonces 
desafortunadamente  muchas veces toca pagar para que nos ayuden a sacar 
los títulos” (Marcela, pertenece a las comunidades campesinas del Vichada 
y actualmente se encuentra participando en el programa de la Secretaría 
Distrital de Desarrollo Económico). 
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Por otro lado, la percepción generalizada del Agente Estatal es muy negativa, es el 
caso por ejemplo de la percepción que tienen sobre la Agencia Nacional de Tierras 
y la UPRA. Ellos evidencian un constante desinterés y falta de atención de estas 
entidades sobre los problemas agrarios que ellos tienen en sus comunidades.  
Para las comunidades de Tierralta- Córdoba si bien el proceso de paz, desarrollado 
con la guerrilla de las FARC y el gobierno de Juan Manuel Santos fue muy positivo 
en presencia del Estado, se evidencia que cada vez se concentran en medidas de 
desconocen el contexto de las comunidades agrarias como el ejercicio permanente 
de militarización, la estigmatización de los líderes agrarios, entre otros. En entrevista 
aplicada a un líder campesino señala que: 
“No ha visto uno interés en el gobierno nacional en formalizar lo de la 
tenencia de la tierra y el sector rural al menos. Cuando hay intereses de por 
medio pues no, no reconocen esas reglas informales que digamos uno como 
campesino se traza o pues que “lo mío es por allí y por acá o que yo tengo 
esta compraventa de este terreno”. En algunas ocasiones se respeta, como 
que se mira qué tanto tiempo lleva el campesino ahí y qué tanto terreno 
posee, porque lo he visto en algunas veces en la Agencia Nacional de 
Tierras, como que le permite el acceso a la tierra a esas personas, le 
formaliza el acceso a la tierra, pero, en la gran mayoría de casos, no. 
Digamos que por el sector este del sur de Córdoba pues, es una donde 
realmente no se reconoce nada de eso; si uno no tiene una escritura pública 
básicamente no es dueño de nada, porque en un caso tal, en una arremetida 
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minero energética y eso, pues hay alguien más que decide eso de los 
territorios o sobre el territorio de uno”. (Líder campesino en Tierralta- 
Córdoba). 
Por otro lado, este fenómeno para Absalón Machado (2019), concordando con 
Suescún (2019), la institucionalidad pública que atiende la ruralidad es de muy baja 
calidad, las instituciones no tienen la capacidad de atener al campo, y además están 
en buena parte cooptadas por una clase política con altos niveles de corrupción, 
cuando no vínculos con actores ilegales, apostándole a una acumulación de codicia 
y poderes.  
Contexto socio-político. 
 
Teniendo en cuenta está dimensión, para los actores entrevistados ante la pregunta 
¿Usted cree que la Ley 160 de 1994 reconoce los procesos comunitarios y locales 
de las comunidades campesinas? Y ¿Usted piensa que actualmente el gobierno 
nacional reconoce las reglas informarles que existen en los territorios en cuanto al 
acceso a la propiedad de la tierra?, señalan que las Entidades Públicas del Estado 
están desconectadas del contexto socio- político en el que se encuentran muchas 
comunidades campesinas y afirman que el contexto en la mayoría de las veces 
donde ellas se desarrollan es completamente desconocido para el Estado.  
En el caso de los líderes agrarios entrevistados en Tierralta- Córdoba, ellos tienen 
una profunda preocupación por la situación que atraviesa el país, en cuanto al 
asesinato de líderes sociales y la poca voluntad que existe por el gobierno central 
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para implementar los acuerdos de paz y en especial el punto uno de la Habana, que 
propone herramientas para garantizar el acceso progresivo a la propiedad de la 
tierra.  
“La economía campesina últimamente, en gran parte del país, había girado 
sobre el tema de los cultivos para el caso del sur de Córdoba. Aunque ahorita 
pues la gente está en un tema de reconversión económica, se podría decir, 
porque ha acogido como bastante propiedad el tema de sustitución y 
estamos en ese proceso, pero esa economía si se ha visto bastante afectada 
porque realmente, ahorita la gente a raíz del incumplimiento del gobierno 
nacional. Acá falta mucho empuje para tener una economía campesina 
sólida, fuerte. El tema de soberanía alimentaria aún se conserva, pero como 
tal el tema económico, que genere recursos y cosas así es bastante 
complejo, y a nivel nacional pues uno ve un panorama casi que igual. Pues 
el campesino por ser campesino siempre conserva sus costumbres y hace 
sus actividades” (Líder Agrario de Tierralta Córdoba). 
Por otro lado, la informalidad y el poco acceso a incentivos que tiene actualmente 
las entidades públicas estatales frente al desarrollo rural y a la distribución de la 
propiedad de la tierra, es un asunto que preocupa actualmente a la mayoría de los 
actores entrevistados. En especial, cuando se constituyen procesos de 
formalización comunitaria, los cuales no tienen un discernimiento claro de las 
competencias de los agentes Estatales frente al asunto en particular. Doña María 
afirma lo siguiente:  
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“Que hacemos nosotros como comunidad y como organización llamamos al 
orden que eso no lo está haciendo el Estado  debería hacerlo el Estado, esté 
debería ir no imponerle por la fuerza las cosas a la gente pero si dialogar si 
conocer que los llevó a estar en esa pelea partir de ahí, y cuál sería la 
solución porque hay zonas por lo menos en el municipio hay zonas que 
podrían ser zonas protectoras para manejo de agua todo eso y que 
perfectamente el municipio podría intervenir en la compra de sus predios y 
ponerlos en función de y solucionar el problema porque le están comprando 
la tierra son 10 al noviembre y hasta luego se acabó el problema  pero el 
Estado no hace en cuestión de eso”. 
De igual manera, la desigualad es propia de todas las sociedades pero tiene límites, 
y no tiene presentación en una sociedad rural relativamente atrasada donde un 
número reducido de propietarios controlan las mejores tierras y mantienen con 
bajísimos niveles de producción grandes extensiones de terreno, o los destinan más 
a la captación de rentas institucionales que a la producción (rentismo), cuando un 
numero apreciable de ciudadanos no tiene los medios suficientes de producción 
para alcanzar un nivel de vida digno.  
Por último, Wilson Arias (2019) concordando con Machado (2019), afirma que los 
fenómenos de desigualdad económica y social que vive actualmente el campo 
Colombia son instituciones de carácter social que se han desarrollado a lo largo de 
más de los 200 años de historia pero que la política pública de tierras no ha podido 
entender. Las Entidades Públicas del Estado cada vez se ven degradadas y 
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desgastadas por la baja aplicación de los instrumentos que permitan garantizar la 
aplicación efectiva de los instrumentos de acceso a la propiedad y en particular por 
integrar a las diferentes comunidades campesinas en la agenda institucional. 
Comunidad. 
Incidencia de los Procesos Comunitarios. 
 
Las comunidades campesinas entrevistadas tanto en Tierralta- Córdoba como 
Cundinamarca señalan que los procesos comunitarios como forma de organización 
y constitución social ha sido de gran utilidad para garantizar la distribución de la 
propiedad de la tierra, en virtud que no cuentan con el apoyo del Estado que les 
permita garantizar un acceso efectivo sobre la tierra. Sin embargo, existe la 
incertidumbre jurídica frente al reconocimiento que está pueda tener en el 
ordenamiento agrario en Colombia. 
Está inseguridad, de igual manera, se transmite en los modos de vivir y en el 
permanente miedo que hay porque ya sea el Estado como los grupos armados 
ilegales, se aprovechen de esa condición de indefensión y debilidad en la que viven. 
María, una líder campesina de Cundinamarca, habla sobre los procesos de 
distribución de la propiedad de la tierra en Nariño: 
“Mira en mi experiencia en mi vida muy en particular lo viví con la colonia 
nariñense en el valle si ellos hicieron algo como estas diciendo porque ellos 
tienen la costumbre de ubicar sus casas parece como un caserío allí y bueno 
hacer sus parcelas a los alrededores pero esa informalidad trae como 
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consecuencia el no apoyo del Estado entonces aparte de que estas ilegal 
cuando vas acceder algún tipo de beneficio por el Estado pues no puedes 
entonces terminas estando totalmente desamparado porque estas de 
informal y no tienes como acreditar la propiedad de tú predio,” 
Incluso, lo que se observa es que la población constituye normas y reglas que son 
formalmente establecidas para desarrollar espacios que les permitan garantizar su 
reproducción en las diferentes zonas rurales y en sí las comunidades campesinas 
viven en equilibrio en las zonas en dónde la presencia de las entidades públicas es 
muy baja. No obstante, existen conflictos que requieren que la presencia del Estado 
sea más efectiva y oportuna: 
“De acuerdo no se deben dar además que no falta el vecino que quiera coger 
un poco más de tierra empiecen los conflictos en el caso de nosotros ha sido 
para violencia al principio divina la convivencia perfecta cuando dijeron sí lo 
hacemos cuando empezaron a cercar no pero como así ustedes no quedan 
con carretera usted me tiene que dar usted tiene agua ósea empezaron la 
cantidad de cosas y realmente para llegar a tener una titulación tienes que 
demostrar que tú estás trabajando la tierra”. (Don Manuel, campesino de la 
Ciudad de Bogotá). 
Sin embargo, en el trabajo adelantando, se puede evidenciar que estás prácticas en 
algunas ocasiones son aceptadas y en algunos casos solicitan a las Entidades del 
Estado que tomen las experiencias obtenidas en esté proceso para atender una 
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agenda institucional que les permita formular un marco normativo sobre el acceso 
a la propiedad de la tierra. Un campesino del Sumapaz afirma lo siguiente: 
A mí lo que me parece si se da y está funcionando el Estado debería respetar 
y apoyar esas iniciativas porque está funcionando bien y lo que hay que hacer 
es seguramente mejorarlo de alguna manera, pero no que el Estado 
intervenga de tal forma que cuando el Estado interviene entonces es cuando 
empiezan los conflictos. 
Sin embargo, de la mayoría de la muestra recolectada, se puede observar que la 
población campesina si bien apoya estos procesos, requiere una participación e 
intervención directa para garantizar el acceso progresivo a la propiedad de la tierra 
por parte de las Entidades públicas estatales, donde se muestra que hay aceptación 
y legitimidad de este tipo de órganos. 
Percepciones al actor Estatal. 
Tal y como se puede observar, las entidades públicas estatales si bien son 
aceptadas por la mayoría de la población entrevistada, presentan un alto grado 
descontento y desconfianza, que inclusive desconocen porque su presencia es 
nula. De igual manera, así como se presenta un desconocimiento de la Ley 160 de 
1994, la mayoría de ellos piensan que la presencia misma de estás instituciones en 
vez de traer una contraprestación a los intereses de la comunidad, es perjudicial. 
Al respecto, doña María afirma lo siguiente: 
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“La institucionalidad nunca debe de estar tan distante de la comunidad jamás, 
y no se dice estoy con la comunidad porque yo hago una reunión y todo 
mundo me aplaudió; no yo estoy con la comunidad cuando yo me unto de 
barro con la comunidad cuando yo ayudo a construir, cuando yo les doy 
elementos claros cuando yo oriento bien, cuando yo no me ensaño con la 
gente ahí estoy con la comunidad”. 
De ahí, que el Estado y el sistema institucional que creó la Ley 160 de 1994 se 
encuentra reducido a su participación coercitiva y no a entender los procesos de 
formación comunitaria y social que se tejen en las comunidades campesina, y en sí 
las hace ver expuestas a las dinámicas propias del territorio, que en sí, son positivas 
requieren de una participación integral que permita que los diferentes instrumentos 
de acceso a la propiedad de la tierra puedan armonizarse con las normas y patrones 
culturales que existen en estás comunidades.  
Por otro lado, se requiere de otro enfoque que mecanice y dinamice espacios de 
participación y confluencia de percepciones y miradas sobre los diferentes 
problemas que tiene actualmente el campo colombiano en cuanto al desarrollo 










El régimen agrario en Colombia ha sido un escenario de disputas y conflictos en 
virtud que han confluido una serie de percepciones y miradas de carácter 
institucional que no han permitido desarrollar un conocimiento integral y directo 
sobre las dinámicas de los actores agrarios.  
La Ley 160 de 1994, si bien constituyó esas herramientas para garantizar el acceso 
efectivo a la propiedad de la tierra, no ha logrado armonizar cada unas de las 
dinámicas y particularidades propias del campo colombiano y en si lo que se 
evidencia es que la concentración de la propiedad es cada vez más alta. 
Por otro lado, como se puede evidenciar con el desarrollo de los procesos históricos 
de reformas a la estructura agraria del país, la distribución inequitativa, la 
acumulación desproporcionada de la propiedad, así como la desconexión que tiene 
el régimen agrario con las realidades del campo colombiano, permite determinar 
que hay una fractura entre los procesos de diseño institucional con los intereses y 
problemas propios que experimenta el país por más de 200 años frente a la 
distribución de la propiedad de la tierra, lo cual conlleva que exista una desconfianza 
histórica de los actores agrarios a las entidades centrales de la política como la 
Agencia Nacional de Tierras y el Ministerio de Agricultura. 
Esto sin recalcar, que los fenómenos de exclusión y pobreza en la que se 
encuentran muchas comunidades campesinas, han sido decantadas y olvidadas por 
parte de los tomadores de decisiones. De ahí que a partir de las entrevistas 
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recolectadas, los actores agrarios manifestaran que existe una desconfianza alta 
por la intervención y manejo que están dando al desarrollo de la política de tierras 
en Colombia. 
De igual manera, es importante considerar que además de los paradigmas locales 
que se están desestimando por parte del régimen agrario actual, se encuentra un 
impacto considerable de los modelos de economía de mercado, que acrecienta las 
brechas existentes entre campo y ciudad, así como el interés que existe por parte 
del gobierno central de seguir impulsando medidas de estímulo económico que 
impacta sustancialmente las dinámicas y particularidades del campo colombiano 
como la importación de alimentación, la concesión de explotación de yacimientos 
mineros en zonas de producción de alimentos así como la destrucción de los tejidos 
sociales de las comunidades campesinas con la presencia de grupos armados 
legales. 
En sí, la política de tierras no tiene una respuesta determinante para corresponder 
y estar articulada con los paradigmas de producción y reproducción económica y 
social de las comunidades campesinas, lo cual hace que las reglas institucionales 
que se definan no sean eficaces dentro del entorno cultural y social en las que ellas 
se desenvuelven. Esto requiere en alguna medida, en que se rescaten procesos de 
concertación, construcción y formulación de espacios comunitarios que permita 
canalizar las necesidades de los diferentes actores agrarios, así como consolidar 
un marco normativo diferencial que permita concebir y entender cada una de esas 
realidades propias del campo colombiano. 
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Para Absalón Machado (2009), el Estado debería ampliar “sus campos de actividad 
para el sector rural en algunos aspectos como los puede reducir en otros. El 
problema no es más o menos Estado, o más mercado: se trata de concertar el 
desarrollo y definir dónde es indispensable el Estado para las estrategias 
acordadas, y dónde debe reducir su intervención o hacerla más eficiente o 
compartida con el sector privado” (pág. 26) (resaltado fuera del texto). 
De igual manera, como lo afirma Amartya Sen (2009) “las instituciones cuentan 
como parte sensible de las realizaciones que se producen a través de ellas, pero 
difícilmente podemos concentrarnos tan sólo en ellas, ya que las vidas de las 
personas también están implicadas” (pág. 112). 
De lo anterior, les asiste a las instituciones de carácter estatal la reflexión por el 
papel que cumplen actualmente en definir los comportamientos y las reglas 
mediante los cuales las comunidades agrarias se desarrollan y se reproducen. En 
tal sentido, rescatando lo que define Sen (2009) y Machado (2009), las dinámicas y 
esas particularidades locales que se decantan con el diseño formal y estructural de 
la política pública de tierras, deberán ser plenamente reconocidas para potencializar 
y reforzar los elementos comunitarios y sociales que se dan en las zonas rurales. 
Asimismo, está perspectiva contribuirá significativamente para repensar la manera 
en que los tomadores decisiones formulan e implementan políticas públicas que se 
encuentren dirigidas no solamente hacia la consolidación y construcción de una 
visión restringida de la realidad, sino que conciba los múltiples escenarios y campos 
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en los cuales se construya una visión holística, estructurada y compleja de la política 
pública de tierras. 
De ello, se requiere por parte de cada una de las entidades públicas estatales 
consolidar y desarrollar espacios de diálogos y participación con la comunidad para 
discernir sobre los aspectos esenciales y los problemas que tiene el campo 
colombiano que permitan potencializar y maximizar cada uno de los elementos y 
patrones definidos en el marco normativo, sin desconocer que existen escenarios 
en los cuales las comunidades campesinas se han desarrollado y cuentan con 
costumbres que han tenido que desarrollar por el abandono y por la resistencia que 
realizan al accionar armado de algunos grupos. 
El acuerdo de paz y la normatividad que puede derivar del punto uno puede definir 
una nueva agenda de política pública para que permita definir una estructura 
institucional que esté articulada con las realidades del campo colombiano y de cada 
comunidad. 
Por último, es importante superar el paradigma institucional en el que se encuentra 
concebido la política pública de tierras para entrar en un escenario en el cual se 
facilite el reconocimiento y la construcción de espacios y campos comunitarios y 
sociales que permitan escenificar y potencializar a las comunidades campesinas y 
así poder pasar la página de la historia del régimen agrario en Colombia que está 
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PREGUNTAS DE LA ENTREVISTA- LÍDERES SOCIALES Y COMUNITARIOS 
El propósito de la presente entrevista es conocer desde su experiencia y trabajo 
académico y profesional cuáles son sus perspectivas en cuanto a la implementación 
de la política pública de tierras en Colombia, a partir de la expedición de la Ley 160 
de 1994. Está entrevista se realiza para fines estrictamente académicos y 
contribuirán al análisis de las variables de investigación que son tomadas dentro del 
desarrollo de la tesis de maestría en Gobierno y Políticas Públicas de la Universidad 
Externado de Colombia y la cual tiene cómo pregunta de investigación: ¿Cómo se 
ha presentado la interacción entre las reglas institucionales con las dinámicas y 
particularidades locales de las zonas rurales en Colombia a partir de la 
implementación de la política de tierras desde el componente de acceso a la 
propiedad definida en la Ley 160 de 1994?: 
A. ¿Conoce actualmente la Ley 160 de 1994? 
B. ¿Conoce los mecanismos de acceso a la propiedad de la tierra que tiene 
actualmente está Ley? 
C. ¿Usted cree que la Ley 160 de 1994 reconoce los procesos comunitarios y 
locales de las comunidades campesinas? 
D. ¿Usted piensa que actualmente el gobierno nacional reconoce las reglas 
informarles que existen en los territorios en cuanto al acceso a la propiedad 
de la tierra? 
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E. ¿Usted cree que los procesos comunitarios y sociales han tenido incidencia 
en la agenda institucional del gobierno nacional en cuanto al acceso a la 
propiedad de la tierra? 
F. ¿Qué piensa actualmente de la economía campesina? 
G. ¿Qué aspectos o propuestas realizaría para que la política pública de tierras 


















PREGUNTAS DE LA ENTREVISTA FUNCIONARIOS Y ACADÉMICOS 
 
El propósito de la presente entrevista es conocer desde su experiencia y trabajo 
académico y profesional cuáles son sus perspectivas en cuanto a la implementación 
de la política pública de tierras en Colombia, a partir de la expedición de la Ley 160 
de 1994. Está entrevista se realiza para fines estrictamente académicos y 
contribuirán al análisis de las variables de investigación que son tomadas dentro del 
desarrollo de la tesis de maestría en Gobierno y Políticas Públicas de la Universidad 
Externado de Colombia y la cual tiene cómo pregunta de investigación: ¿Cómo se 
ha presentado la interacción entre las reglas institucionales con las dinámicas y 
particularidades locales de las zonas rurales en Colombia a partir de la 
implementación de la política de tierras desde el componente de acceso a la 
propiedad definida en la Ley 160 de 1994?: 
A. ¿Cuáles son los principales problemas que enfrenta el campo colombiano? 
B. ¿Considera usted que la acumulación y concentración de la propiedad de la 
tierra es un problema? 
C. ¿Cuál es el balance que usted realiza de los instrumentos de acceso a la 
propiedad definidos en la Ley 160 de 1994? 




E. ¿Los movimientos campesinos y comunitarios en el territorio colombiano 
tienen alguna incidencia en la agenda institucional de la política de tierras en 
Colombia? ¿Por qué? 
F. ¿Considera usted que los procesos colectivos y comunitarios de las 
comunidades campesinas en el territorio pueden aportar al desarrollo 
normativo que permita enfrentar los problemas señalados? 
G. ¿Cuál ha sido la participación de los movimientos campesinos y comunitarios 
en la implementación de la Ley 160 de 1994? 
H. ¿La Ley 160 de 1994 reconoce las diversidades y particularidades de las 
regiones y territorios de Colombia? 
I. ¿Usted cree que la Ley 160 de 1994 fortalece e incentiva el trabajo 
comunitario de las comunidades campesinas en el territorio en cuanto al 
acceso a la propiedad de la tierra? ¿Por qué? 
 
 
 
 
 
 
 
